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    La antropología en Cuba: esbozo histórico y perspectivas actuales


    José G. Vega Suñol


    Introducción


    El encuentro de antropólogos auspiciado por REA/ABANNE en la Universidad Federal de Ceará, en la ciudad de Fortaleza, entre los días 4 y 7 de agosto de 2013, me permitió, como Profesor Visitante del Exterior, procedente de la Universidad de Holguín, Cuba, por medio del PPGA/UFPE y el auspicio de CAPES, entrar en el circuito de trabajo de esta especialidad en Brasil. Dicho intercambio me facilitó tener un contacto directo con el desempeño y los resultados alcanzados en este campo en gran parte del país, y en especial, en la región norte y nordestina, vinculadas históricamente al Caribe.


    De manera muy particular, debo agradecer a las profesoras Lady Selma Ferreira Albernaz, coordinadora de PPGA/UFPE y Lea Rodrígues, de la UFC, el haberme dado la oportunidad de participar en el evento y exponer de forma concreta una visión de los estudios antropológicos cubanos desde una perspectiva histórica, así como sus tendencias más contemporáneas.


    Sirva este espacio para brindar un apretado panorama del trayecto seguido por el quehacer antropológico cubano desde los tiempos coloniales hasta la actualidad, para lo cual es necesario ceñirse en exclusivo a momentos, figuras y líneas de trabajo que han marcado los derroteros de esta disciplina en Cuba. Por tanto, el trabajo solo tiene un objetivo divulgativo, sin aspirar a otros alcances.


    Origenes coloniales de la antropología en Cuba


    El archipiélago cubano, ubicado en el Mar Caribe, forma parte de los territorios prístinos de América con los que se encontró el hombre europeo a su llegada a este continente. Desde el 27 de octubre de 1492, Cuba entra en la perspectiva histórica de la expansión europea, tras avistar sus costas el Almirante Cristóbal Colón. El Diario de Navegación colombino es la primera referencia documental escrita sobre Cuba, la segunda tierra americana en ser explorada en su litoral nordeste durante este primer viaje, obra rica en descripciones de la geografía, la flora y la fauna de la Isla; y también, de sus primeros habitantes, por lo cual consta como un material etnográfico para cualquier acercamiento ulterior al Caribe.


    Una de las figuras cimeras de los Cronistas de Indias la encarna el padre dominico Fray Bartolomé de las Casas, cuya profusa obra se detiene a narrar gran parte del escenario insular cubano. Su legado se resume en Historia de las Indias, colmada de relatos sobre las comunidades aborígenes de Cuba. Se deben a las Casas los primeros textos con una visión humanista sobre el hombre americano desde la perspectiva europea, observación testimonial y precursora sobre la necesidad de reconocimiento a la cultura y los derechos del Otro (Las Casas, 1995).


    Los orígenes de una proto-antropología se perfilan ya en esa primera narrativa del encuentro entre el hombre europeo y el aborigen americano en escenarios del Caribe, donde Cuba y la Quisqueyaaruaca,- renombrada por los conquistadores como La Española - (territorio que en la actualidad comprende a la República Dominicana y Haití) constituyen la avanzada de tan relevantes descripciones aparecidas en dichas crónicas (Pané, 1990).


    En este balance merecen una mención los primeros cartógrafos, dibujantes y grabadores europeos, principalmente holandeses, ingleses y franceses, quienes hicieron uso de las técnicas y soportes gráficos de la época, así como de las nuevas tecnologías de impresión -a partir del surgimiento de la imprenta en el propio siglo XV, para dejar constancia de sus observaciones a su paso por distintos puntos del Caribe y en específico de Cuba. Su aporte no debe desdeñarse por cuanto tales representaciones constituyen hoy un patrimonio visual para el estudio tanto del indígena como de los europeos y africanos que confluyeron en la desgarradora saga de la conquista y colonización del Nuevo Mundo.


    Sin embargo, no sería hasta el siglo XVIII que la Gaceta de Madrid publicara, el 7 de mayo de 1779, un artículo de interés para la historia de la antropología referido a Cuba. Se trataba del hallazgo arqueológico de dos ídolos de madera, una mujer y un hombre, nítidamente diferenciados, como prueba del poblamiento indígena en la Isla desde época muy antigua (Rangel, 2004).


    Durante el largo período colonial por el que transitó Cuba – pues fue de las últimas colonias en independizarse de España- la Isla fue visitada por decenas de viajeros, principalmente europeos, norteamericanos y latinoamericanos. Los libros de viajeros (Olivera, 1998) son fuentes primarias tanto para el estudio social por cuanto aportan datos sobre población, raza, costumbres, modas y otros temas de interés, como para comprobar la existencia de una mirada a Cuba y al cubano desde la óptica del otro. Entre las numerosas reseñas y libros de viajes referidos, vale mencionar autores como el sabio alemán Alejandro de Humboldt, quien visitó Cuba en dos ocasiones -1800 y 1804- y de cuyos viajes publicó una de las obras imprescindibles para acercarse a la primera mitad del siglo XIX cubano, Tratado político de la Isla de Cuba (1826),cargada de datos de interés para cualquier estudio antropológico sobre esa época y de mucho valor para la antropología histórica relacionada con el ámbito del Caribe.


    A finales de la década de 1820 visitó la Isla el reverendo norteamericano Abiel Abbot de la Iglesia Congresional; en el libro Lettersfrom Cuba(1828) relata su estancia de varios meses en la región de Matanzas y La Habana; la obra contiene referencias de interés para la antropología. En la década de 1850 y como parte de un recorrido por el continente americano estuvo en Cuba uno de los fundadores de la antropología cultural evolucionista, el británico Edward B. Tylor, quien también dejó sus impresiones escritas de este viaje, las cuales fueron publicadas y brindan una información inestimable.


    Entre los visitantes a mencionar por el interés que muestra para la historia de la antropología en la Isla, se encuentra el médico francés Henri Dumont, quien a inicios de la década de 1860 realizó varias mediciones antropométricas a esclavos africanos, lo que pudiera considerarse el primer trabajo de esta índole realizado en Cuba.


    Los libros de viajeros, generalmente de tono descriptivo, contienen un denso material etnográfico sobre Cuba y su pueblo y forman parte de las fuentes obligatorias para una mejor comprensión de la trayectoria social del ser cubano. En cambio, no han sido lo suficientemente aprovechados por los investigadores contemporáneos dedicados al tema, de modo que queda por hacer todavía una pesquisa en profundidad de las aportaciones de estas obras como textos con información de interés antropológico.


    El suceso que marcó la historia de la antropología insular fue la fundación de la Sociedad Antropológica de la Isla de Cuba, la cual tuvo lugar en La Habana en 1877, como prolongación de su similar en España, creada en la década anterior. Estaba integrada fundamentalmente por profesionales cubanos –una parte de ellos médicos-, formados en Europa, como fue el caso de Luis Montané Dardé (1849-1936). Esta sociedad estableció los cimientos de una antropología acogida a los paradigmas darwinista-evolucionista y positivista. Su primer director fue el sabio cubano Felipe Poey Aloy (1799-1891). La misma tuvo relativamente una corta duración, al disolverse en 1895 con el reinicio de las gestas independentistas. En realidad, era uno de los pocos escenarios con que contaba entonces el naciente pensamiento científico cubano, para debatir y confrontar ideas propias o procedentes de la comunidad científica internacional. Algunos de sus miembros como Fermín Valdés Domínguez y Enrique José Varona, eran reconocidas figuras públicas afiliadas al independentismo. En sus actas, recogidas y publicadas con posterioridad (Actas, 1966) se constata tanto la profundidad y alcance de los debates como el uso de los métodos científicos en boga; en tanto las temáticas abordadas estaban referidas en su mayoría al ser cubano en formación y al material biológico o cultural localizado en la Isla, fuera mediante las distintas interpretaciones y lecturas que podían brindar los residuarios aborígenes encontrados en una excavación arqueológica, como los análisis de piezas y objetos; o las ricas polémicas en torno a la cuestión racial, cuya recurrencia define buena parte del derrotero conceptual de dichos debates a lo largo de los 18 años de existencia de esta institución.


    La fundación de una antropología nacional


    En la historia de la antropología en Cuba hacia principios del siglo XX, ya formalizada la llamada República Neocolonial (1902-1958), descuellan algunas autoridades científicas cuyas contribuciones a los distintos campos del quehacer antropológico los distinguiría como figuras eméritas en sus respectivos saberes. En el caso de la Antropología Biológica (entonces clasificada como Física) se destacó el imprescindible Arístides Mestre Hevia (1865-1952), un continuador del legado de Montané, quien ejerció junto a éste tanto la docencia universitaria como la práctica misma del trabajo antropológico. En tanto, los fundamentos básicos de la antropología social/cultural se deben a la prolífica obra de Don Fernando Ortiz (1881-1969). La amplitud de sus trabajos y su focalización en torno al negro como sujeto cultural resulta indispensable para un conocimiento integral de lo que él denominó cubanidad. Su formación jurídica en España así como el encuentro con los estudios antropológicos sobre sujetos criminales seguidos por los italianos Lombroso y Esturaro le ofrecieron las herramientas para ahondar con mirada crítica y objetiva en la cultura de los africanos y sus descendientes, sus costumbres, creencias, músicas y bailes, hasta entonces excluidos debido a la marginalidad económica, social y cultural del negro. Su obra escrita rebasa la cifra de más de veinte libros así como varios centenares de folletos y artículos. Desde textos incipientes como Los negros brujos (1905) y Los negros esclavos (1925) hasta los trabajos de madurez intelectual y antropológica como Contrapunteo cubano del tabaco y el azúcar (1940), El engaño de las razas (1945) y Una pelea cubana contra los demonios (1959) - para solo mencionar algunos de sus textos cumbres -, lo sitúan en la vanguardia de la antropología en esta primera mitad del siglo en Cuba.


    Ortiz aborda en sus investigaciones desde la arqueología de los grupos aborígenes hasta temas como el antimperialismo, pasando por los amplios relatos etnográficos acerca de la brujería negra y blanca, el catolicismo y el culto cubano a la Virgen de la Caridad del Cobre, las etnias africanas o el papel de la economía tabacalera y azucarera en la formación de la cultura nacional.


    También es pertinente calibrar la dimensión teórica de su obra y el alcance de sus propuestas y conceptos. Ortiz bebió de todas las fuentes disponibles en su momento, como lo haría cualquier hombre de ciencia, pero no hay constancias de un acogimiento ciego a las corrientes y escuelas occidentales como el evolucionismo, positivismo, funcionalismo o difusionismo. Aunque aprovechó todo ese acervo, Ortiz era muy original y evitaba que lo confundieran con un remedo del pensamiento eurocéntrico. Con él comienza a configurarse en Cuba una corriente antropológica de raíz endógena, con un marcado interés en revelar distintas intríngulis del ser cubano y su identidad cultural. Fue Ortiz el principal baluarte de un inicial proceso de descolonización en esta rama del conocimiento, lo cual daría origen a lo que ha dado en llamarse Antropología periférica, aquella construida con las voces propias de un pensamiento que comenzaba a emanciparse de los circuitos antropológicos occidentales tomados hasta entonces como patrones hegemónicos o clásicos de esta ciencia (Cardoso de Oliveira, 1987).


    Pero Ortiz no actuaba en solitario. Desde principios del siglo XX e incluso desde antes había comenzado a vislumbrarse un discurso antropológico latinoamericano cuyas voces precursoras remiten al pensador haitiano Anténor Firmin con su obra antirracista La igualdad de las razas humanas, publicada en Paris en 1885, como respuesta a las teorías racistas de Gobineau; la publicación en México de los primeros textos de Manuel Gamio y posteriormente los trabajos delos antropólogos brasileños Gilberto Freyre -Casa Grande y Senzala - y Arthur Ramos - Los pueblos de Brasil -.forman un primer núcleo de vanguardia que buscaba la endogenización del trabajo del antropólogo en tierras americanas. Este grupo, disperso geográficamente y desconectado entre sí fue dando cuerpo a una naciente antropología latinoamericana con mirada descolonizadora, sustentada por sujetos pertenecientes a sus respectivas comunidades nacionales, quienes orientaron el interés investigativo no hacia el estudio del otro sino al de su propio ser cultural. Tendría lugar a partir de entonces un movimiento de emancipación primero y descolonización después que conduciría a la fundación de una antropología periférica nacional y latinoamericana a la vez.


    En ese contexto, se inscribe la propuesta del neologismo transculturación en 1940, concepto que Ortiz venía madurando desde hacía tiempo, y cuya acepción contribuyó en lengua española a disentir de la voz anglosajona aculturación (aculturation). Ortiz defendió la necesidad de sustituir el anglicismo por cuanto éste no significaba lo mismo cuando se trataba de explicar fenómenos de ocurrencia y soluciones diferentes a la experiencia anglosajona. Independientemente de las aceptaciones o reacciones ante la licitación de Ortiz, lo cierto es que para él la descolonización estaba comprometida con la búsqueda de nuevos lenguajes para un mejor trazado de los caminos teóricos y metodológicos orientados a explicar mejor quiénes somos (Ortiz, 1963).


    En la misma década de 1940 Ortiz inauguraba el Seminario de Etnología y Folclore en la Universidad de La Habana, en un esfuerzo por encontrar un espacio académico para la enseñanza de la antropología social y cultural en Cuba.


    A ello se suma la figura de Lydia Cabrera (1899-1991), quien emerge en la antropología cubana con una obra dedicada por entero a los cultos sincréticos de origen africano. Esta antropóloga publica en la década de 1950 lo que sería su obra más conocida: El Monte(1954), un texto erudito sobre las creencias, mitos y rituales de los afro-descendientes, haciendo un uso amplio del repertorio oral ofrecido por informantes clave, quienes le permitieron entrar en la revelación de enigmas y prácticas hasta entonces secretas o desconocidas para los investigadores, y de suma relevancia para la comprensión e interpretación de estas manifestaciones socio-religiosas.


    En las primeras cinco décadas del siglo XX se logró un sostenido avance en el estudio del pueblo cubano, con énfasis en el elemento africano, totalmente preterido de los análisis sociales y culturales. En este sentido, Fernando Ortiz y Lydia Cabrera dejaron establecidos una parte importante delos basamentos y líneas de trabajo que tendrían continuidad en la antropología cubana de la segunda mitad del siglo XX.


    Antropología y Revolución en Cuba


    Después de 1959 es obvio reconocer la herencia dejada por los predecesores, ya mencionados, quienes lograron mantener una relación de continuidad a través de sus propios alumnos y colaboradores. Esta sería una de las razones fundamentales para la creación del Instituto de Etnología y Folklore (1961) perteneciente a la recién constituida Academia de Ciencias de Cuba. En su creación jugó un papel fundamental Argeliers León, quien había sido alumno de Ortiz y tuvo a su cargo la organización del departamento de Etnomusicología junto a su compañera María Teresa Linares y un entusiasta grupo de cooperantes. El Instituto absorbió buena parte de los trabajos antropológicos con un enfoque etnográfico hacia el folclor y la cultura popular. Algunos de sus resultados se publicaron en lo que vendría a ser la primera revista seriada de antropología en Cuba después del triunfo de la Revolución, Actas del Folklore (1961), en la que se visibilizan nombres como Rogelio A. Martínez Furé, Rómulo Lachatañeré, y el mismo Argeliers León, su director y fundador, entre otros.


    En la segunda mitad de los sesenta tuvo lugar el nacimiento de la Novela Testimonio en Cuba, con la publicación de Biografía de un Cimarrón (1966) y Canción de Rachel (1969) del joven etnólogo cubano Miguel Barnet Lanza. Con estas obras irrumpía un tipo de novela antropológica, mitad ficción y mitad resumen de historias de vida, contadas al autor por sus protagonistas. Un negro de 103 años que había sido esclavo y cimarrón y una corista de teatro narran sus vidas a un escritor con formación antropológica, quien ante la vitalidad de los referidos testimonios los convierte en literatura de referencia sociocultural sobre etapas y circunstancias que marcaron la historia nacional.


    El llamado “Quinquenio gris” (1968-1973) sustentado en el discurso de la Ofensiva Revolucionaria de 1968 tuvo implicaciones indirectas en el desenvolvimiento del quehacer antropológico insular. El acercamiento al modelo soviético, el alineamiento en torno a la URSS y el bloque de la Europa Oriental, permearon a buena parte de la teoría antropológica cubana de enfoques procedentes de un marxismo manualesco, alejado de las circunstancias concretas con las cuales siempre trabaja el antropólogo. La teoría marxista clásica quedó simplificada en los manuales de tal forma que deformó al marxismo real. Los manuales tenían todas las respuestas para todas las preguntas, y como ya todo estaba dicho había que adaptar la realidad a los textos. Su corolario sería la rapidez con que dicho material fue absorbido por su propia obsolescencia. El desplazamiento teórico hacia el marxismo soviético trajo otra consecuencia: provocó un distanciamiento de los paradigmas antropológicos de occidente- Inglaterra, Francia y los Estados Unidos - y obnubiló sus indiscutibles méritos teóricos y metodológicos. A pesar de todo, en esos años se publicaron obras como Antropología Estructural (1970) de Claude Levi-Strauss y la antología Cultura, sociedad y desarrollo (1973) preparada por John Dumoulin, a partir de una compilación de autores euro/occidentales, norteamericanos, soviéticos y latinoamericanos (entre estos últimos se incluyeron autoridades de la antropología y la sociología como Gonzalo Aguirre Beltrán de México y Augusto Salazar Bondy de Perú), textos que resultaron excepcionales en su momento.


    La creación del Ministerio de Cultura y el Ministerio de Ciencia, Tecnología y Medioambiente hacia la segunda mitad de la década de 1970, abrieron un amplio margen de posibilidades que contribuyó a acelerar el desarrollo del quehacer antropológico nacional con el trazado de políticas culturales y científicas mejor diseñadas, orientadas a la preservación, promoción y el reconocimiento de valores patrimoniales y medioambientales expresivos de la identidad cultural cubana. Una de las prioridades de la política cultural de fines de los 70 y de toda la década de los 80 estuvo orientada al rescate de la cultura popular tradicional y a la promoción de un circuito de instituciones culturales y científicas a escala nacional que abarcó hasta los niveles locales.


    En este período, caracterizado por una institucionalización del sistema de la cultura y las ciencias en Cuba, fue creado además, el Ministerio de Educación Superior, desprendido del anterior Ministerio de Educación, para atender exclusivamente la enseñanza universitaria, con lo cual los proyectos de investigación ganaron tanto en autonomía como en un financiamiento estatal mejor direccionado. Tales premisas alentaron las investigaciones culturales e históricas, con un alcance nacional, regional o local y promovieron nuevos proyectos a favor de los estudios antropológicos en la Isla.


    A inicios de la década de 1980 se funda la Casa del Caribe en la ciudad de Santiago de Cuba, institución dirigida por el antropólogo Joel James (1940-2006) de la cual se desprenden dos importantes publicaciones seriadas, Revista del Caribe y Caribe Arqueológico. Vale mencionar la aparición de un cuerpo de instituciones y centros de investigación que le darían un vuelco cualitativo a los estudios socioculturales. La creación del Centro Juan Marinello, encargado de la promoción y el desarrollo de la cultura cubana fue uno de los pilares insignes que permitió dar un giro a favor. En torno a este centro se organizó un núcleo de pensamiento e investigación que traería como resultante la publicación sistemática de importantes obras, gracias a la apertura de un sello editorial propio, a la vez que contribuyó a la proyección de líneas de trabajo investigativo. En la década siguiente tuvo lugar la creación de la Fundación Fernando Ortiz (1995), dirigida por Miguel Barnet, con el cometido de divulgar la obra del eminente sabio cubano y apoyar la promoción de la antropología en Cuba como instrumento para el estudio de la identidad nacional, en total correspondencia con el legado de Ortiz. De esta institución nacería una colección editorial - La Fuente Viva - encargada de publicar los resultados obtenidos en este campo a nivel de todo el país, así como Catauro, la revista de antropología más importante de las últimas décadas en Cuba, encargada de ofrecer cobertura a los autores cubanos y extranjeros, así como a divulgar resultados y ofrecer actualización epistemológica sobre esta ciencia. También se merecen una mención en este grupo de instituciones encargadas de la promoción de los estudios culturales el Centro de Investigación y Desarrollo de la Música Cubana (CIDMUC) y el Centro de Antropología adscripto a la Academia de Ciencias de Cuba.


    Este sistema de entidades se transformó en la columna vertebral de la nueva antropología cubana. Se había iniciado ya en la década de 1980 la proyección, el diseño y el primer trabajo de campo en relación con el Atlas Etnográfico de Cuba, considerado el censo más completo realizado en el país acerca de la constitución del pueblo cubano, sus elementos étnicos y su Cultura Popular Tradicional; el mismo abarcó a todas las provincias, movilizó a decenas de investigadores locales quienes se pusieron en función de la recogida de información. Se trata de una de las más complejas investigaciones multidisciplinarias en la que se aplicaron técnicas avanzadas de recogida de datos, procedimientos estadísticos computarizados y los recursos de la cartografía cultural para regionalizar gráficamente los resultados obtenidos. Sus conclusiones finales aparecen recogidas en CD-Room (2000) al acceso de todos los investigadores e interesados en el tema. Desde antes, el CIDMUC se había dedicado a la confección del Atlas de instrumentos de la Música Popular Cubana Como respuesta, en ese período se crearon los primeros departamentos de investigaciones culturales a nivel provincial así como las comisiones para atender la conservación patrimonial desde los diferentes territorios del país.


    Tendencias y perspectivas de la antropología en Cuba hoy


    Ante la existencia de una red institucional de centros de investigación dedicados y comprometidos de una manera directa o indirecta con los estudios antropológicos, así como publicaciones seriadas, impresas o digitales, que muestran la creciente profusión de temas relacionados con esta ciencia., es también posible hablar de un abundante número de profesionales, en su mayoría con grados científicos, que avalan una copiosa obra como autores en el campo de la antropología nacional. Una ola de jóvenes antropólogos asoma su rostro en eventos, talleres, cursos de posgrado, maestrías y doctorados, revistas y textos científicos.


    Aunque aún no existe la carrera de Antropología en Cuba, y en consecuencia, está todavía distante la posibilidad de la apertura de un tribunal de grado científico en este perfil, las tesis antropológicas a nivel doctoral se defienden a través de tribunales de otras disciplinas como ciencias biológicas, históricas, sociológicas, filosóficas, psicológicas o lingüísticas. Las mismas han brindado cobertura y posibilidades para encaminar múltiples resultados en este campo del saber. La existencia en exclusividad de una maestría en Antropología en la Universidad de La Habana, en los inicios del siglo XXI y la extensión de los primeros diplomados en Antropología como opciones posgraduadas (tal es el caso de la Universidad de Holguín) indican que se están dando los primeros pasos para una futura y necesaria institucionalidad académica de esta ciencia, gestión que compromete de manera directa al Ministerio de Educación Superior. Tanto a nivel posgraduado como en pre-grado se observa una mayor presencia de las materias antropológicas. Tanto la licenciatura en Sociología como las maestrías y doctorados curriculares le han ido ofreciendo una cobertura en los respectivos planes de estudio. En el pregrado, la licenciatura en Estudios Socioculturales, creada experimentalmente en la Universidad de Cienfuegos en 1999 y luego extendida a varias universidades cubanas a partir de 2000, contempla la Antropología Cultural en su plan de estudio; en tanto el plan D de la carrera de licenciatura en Historia comprende también un programa similar.


    Entre los resultados más notables a la entrada del siglo que corre se encuentran algunos que por su trascendencia son de obligatoria mención. Acaba de culminar el Censo Arqueológico de Cuba, el levantamiento científico de este tipo de mayor extensión por cuanto abarca un registro de varios cientos de asentamientos humanos existentes antes de la llegada de los europeos, los cuales denotan distintos niveles de desarrollo como indicador probatorio de las múltiples comunidades que habitaron la Isla y dejaron en ella su impronta y parte de su acervo cultural. Han avanzado sensiblemente los estudios sobre racialidad, racismo y prejuicio racial en Cuba, línea de investigación que ha seguido durante varios años un grupo de investigadores del Centro de Antropología y la Universidad de La Habana, entre cuyos resultados se encuentra la posibilidad de despejar las diferencias entre discriminación racial y prejuicios raciales, estos últimos operando desde las mentalidades y la psicología social. El campo religioso cubano ha sido también escenario de interés de la antropología cultural en la Isla. Hay constancia de varias tesis doctorales sobre el tema avaladas por sus respectivos trabajos de campo, lo que ha permitido enriquecer los conocimientos en áreas relacionadas con los nuevos actores religiosos, sectas escatológicas, pentecostalismo, así como las transformaciones que se han operado en las prácticas religiosas de origen africano, tradicionalmente consideradas cultos sincréticos.


    Otro de los avances palmarios de los estudios antropológicos en Cuba en las últimas décadas, ha estado centrado en los componentes formativos del pueblo cubano. En este aspecto, sobresalen los trabajos de Jesús Guanche, quien ha puesto toda su atención en la composición etnohistórica de Cuba (Guanche, 2008).El reconocido antropólogo ha abordado también, como desprendimiento de sus investigaciones sobre el ser cubano y su identidad cultural, temas relacionados con la caracterización, evaluación y preservación del patrimonio material e inmaterial, la cultura popular tradicional, la imaginería africana, la tradición oral y la ruta del esclavo.


    La antropología lingüística ha tenido su máximo asidero autoral en el reconocido filólogo Sergio Valdés Bernal, quien fuera investigador del Instituto de Literatura y Lingüística y luego de la Fundación Fernando Ortiz, a quien se deben obras como Antropología Lingüística o Lengua y cultura nacional, entre otros trabajos de mérito. Estos textos permitieron enriquecer la teoría relacional entre antropología y lengua así como brindaron la posibilidad de estudiar las voces procedentes de las lenguas aborígenes en el español de Cuba, o los vocablos de origen africano, caribeño o anglosajón,que han enriquecido la variante cubana de la lengua castellana en Latinoamérica.


    En la primera década del siglo XXI descuellan varios resultados novedosos. Entre ellos cabe destacar el referido a antropología urbana (Couceiro, 2012). Aunque centrado en la ciudad de La Habana, el autor propone un camino metodológico para su extensión a otras ciudades cubanas. Por primera vez se cuenta con estudios antropológicos relacionados con la marginalidad, las tribus urbanas y la cultura gay en la capital de la Isla.


    Otra de las esferas de actuación donde la antropología cubana tiene un amplio campo de trabajo es la referida al turismo. Tanto el estudio del tipo de turista que arriba a la Isla como las evaluaciones de las ofertas culturales entran en el radio de acción de los intereses de esta ciencia, por primera vez, en tanto el turismo es un movilizador sociocultural y un agente de cambio económico (Basail y Dávalos, 2003).


    Una referencia aparte se merece las investigaciones regionales y locales en Cuba cuyo contenido presenta aristas de carácter antropológico. Es de mencionar los resultados obtenidos en las excavaciones arqueológicas del sitio Chorro de Maíta, en la provincia de Holguín, donde se han reunido la antropología biológica y la cultural para intentar brindar respuestas a la complejidad y multiplicidad de los hallazgos, siendo por la naturaleza de los mismos, uno de los sitios clásicos para el estudio de los primeros contactos entre el hombre americano y los europeos en el Nuevo Mundo.


    La creación de los departamentos de investigación cultural adscriptos a los sectoriales provinciales y municipales del Ministerio de Cultura, ha abierto un diapasón de posibilidades a las investigaciones locales y regionales. Lo anterior ha permitido profundizar en temas como la presencia de la cultura de los inmigrantes haitianos y sus descendientes en locaciones del oriente cubano en la actualidad, o la huella árabe en ciudades y poblaciones, la presencia de los distintos componentes migratorios hispánicos en ciudades como Gibara, o la huella cultural de los asentamientos azucareros norteamericanos en el nordeste de Cuba. De igual modo, las aperturas de maestrías y doctorados en humanidades a lo largo de todo el país, dentro de la red universitaria, ha permitido multiplicar así como regionalizar una parte del material científico amparado en muestras de terreno. Esto ha contribuido a diversificar los resultados así como a descentralizar los puntos de desarrollo científico y académico de la antropología en Cuba.


    Dichas proyecciones han contado con el apoyo de una amplia red de ediciones provinciales que funcionan como receptoras de los trabajos investigativos y de creación literaria territoriales. La existencia de Ediciones Santiago, Ediciones Holguín o Editorial Capiro en Santa Clara, entre otras, han contribuido a la publicación de numerosos títulos de historia, literatura de ficción, poesía y ensayos, algunos de estos últimos con un contenido antropológico. A las ediciones impresas se suman las digitales. Tal es el caso de la revista de antropología Batey, en formato electrónico, la cual cuenta con numerosos trabajos colocados en la red de redes gracias a la consagración de jóvenes profesionales interesados en la divulgación del saber antropológico regional.


    Sería imposible dejar fuera uno de los campos de trabajo más interesantes de la ciencia antropológica en relación con la psicología. En esta línea se destacan las investigaciones de la psicóloga Carolina de la Torre con una obra referida a la identidad nacional desde la perspectiva psicosocial, la idiosincrasia y la autopercepción que tiene el cubano acerca de su propio ser. Se han puesto también las miras en el peso de la cultura patriarcal con las correspondientes manifestaciones de machismo y sus implicaciones en las relaciones de género, entre otros temas.


    Conclusiones


    Una vez presentado este breve recorrido de siglo y medio por el quehacer antropológico cubano arribamos a un conjunto de conclusiones que deseamos compartir con el lector:


    -Cuba fue escenario de los primeros contactos indohispánicos en la historia moderna de América y una de las primeras referencias de los cronistas de Indias, precursores de la antropología científica mediante un discurso cargado de valores etnográficos con un alto contenido descriptivo de pueblos, costumbres y culturas que abrirían, con el paso del tiempo, los derroteros de la antropología dedicada al estudio del otro.


    - La antropología como cuerpo científico en Cuba se inscribe en el contexto de la estrategia metropolitana dirigida a incorporar elementos de la modernidad en el agonizante sistema colonial. En tal sentido, la Sociedad Antropológica de la Isla de Cuba (1877-1895) nació bajo tales preceptos.


    - La legitimación científica del discurso antropológico en Cuba cristaliza en la figura de Don Fernando Ortiz, padre de su vertiente sociocultural, folclórica y etnográfica, cuya obra define la madurez y el más alto nivel del discurso de esta ciencia en la Isla, hasta ahora no superado por ninguno de sus continuadores.


    - La antropología, durante la segunda mitad del siglo XX en Cuba ha estado marcada por el acontecimiento histórico más relevante en la historia del Caribe, la Revolución de 1959, la cual jerarquizó los valores de los grupos sociales preteridos hasta entonces por la cultura nacional y estimuló el rescate de la cultura popular tanto en su dimensión urbana como rural.


    -Una de las conquistas indiscutibles de la antropología en Cuba en las últimas décadas ha sido su institucionalidad al estar respaldada en un cuerpo de centros científico-culturales dedicados a la investigación, la preservación y la promoción de la identidad de la nación, resuelto mediante publicaciones especializadas, seminarios, congresos y un creciente número de espacios académicos.


    -El nuevo escenario antropológico cubano exhibe resultados en un rico y multitemático espectro; desde el estudio de los componentes del pueblo cubano hasta la cultura popular tradicional, pasando por los problemas raciales, el patrimonio, el campo religioso y lingüístico, la arqueología y tantas otras vertientes de trabajo. El reto mayor consiste en la toma de conciencia de su necesidad como instrumento científico de transformación social y cultural de la nación, escenario en el cual la antropología cubana de hoy tiene tareas a cumplir.
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    A institucionalização da antropologia na Universidade Federal do Ceará


    Sulamita Vieira


    O Serviço de Antropologia


    Para falar dos caminhos da Antropologia, na UFC, me reporto à criação, na então Universidade do Ceará55, do Serviço de Antropologia no ano de 1957, com vista a “proporcionar os meios necessários a um trabalho sistemático e organizado da Antropologia no Nordeste Brasileiro, especialmente no Ceará”, conforme se lê na Apresentação do primeiro volume do Boletim de Antropologia, assinada por Thomaz Pompeu Sobrinho, à época dirigente do Instituto Histórico do Ceará e nomeado, então, diretor do referido Serviço56.


    Pompeu Sobrinho estava atento à trajetória da Antropologia em outras sociedades. Nas suas palavras, a “moderna ‘Ciência do Homem’ vinha merecendo invulgares esforços nos meios mais cultos das Sociedades ocidentais”. Ele acompanhava a produção de novos conceitos antropológicos e via ali a oportunidade de se começar a estudar, também no Ceará, a realidade sob esse ângulo. Na concepção de Pompeu Sobrinho, pesquisas antropológicas, aqui, gerariam novas interpretações nesse campo, acerca da nossa ancestralidade, dos nossos costumes, enfim, trariam novas luzes ao conhecimento da vida do homem nas suas várias dimensões, nesse recanto da América.


    Guiado por tal perspectiva, uma vez criado o Serviço de Antropologia na Universidade do Ceará, Pompeu Sobrinho instituiu ali o denominado Curso de Preparação Antropológica”57. Esta foi a forma encontrada, pelo Diretor, não só para desenvolver o gosto das pessoas por estudos nessa área e, ao mesmo tempo, capacitar eventuais interessados para a pesquisa, como também, segundo ele, a oferta do curso abriria espaço para “sondar, no meio cultural de Fortaleza, o grau de receptividade que essa ciência poderia conseguir”.


    Ao que se pode constatar, em sucessivas edições do Boletim da Universidade, de fato, o Curso de Preparação Antropológica foi ofertado por diversas vezes, tendo como professores, dentre outros, Francisco Ferreira de Alencar e Florival Seraine58. Aqui, vale lembrar que, como parte da política de qualificação de pessoal, da Universidade do Ceará, em março de 1957, Francisco Ferreira de Alencar – à época, Arquivista, padrão ‘E’ – foi designado para realizar curso de Antropologia no Instituto Nacional de Estudos Pedagógicos, no Rio de Janeiro, com bolsa que lhe foi concedida pela Campanha de Aperfeiçoamento de Pessoal de Ensino Superior (CAPES59). Acrescente-se que Francisco Alencar lecionou Antropologia para as primeiras turmas do curso de graduação em Ciências Sociais da UFC.


    Em 1958, o Reitor Martins Filho anunciou o projeto de transformação do Serviço em Instituto de Antropologia. Realizar-se-ia, assim, o grande sonho de um grupo liderado por Thomaz Pompeu Sobrinho, ao mesmo tempo em que a Instituição daria continuidade à sua política de expansão e diversificação de áreas do conhecimento. Ressalte-se, àquela altura, a intensificação das atividades de pesquisa. E a prática de intercâmbios culturais, em vigor desde os primeiros anos de existência da Universidade do Ceará, parece não sofrer solução de continuidade. Assim, no início de 1958, o Boletim registra “proveitoso intercâmbio com as Unidades de Ensino Superior e as instituições culturais do Brasil e dos seguintes países: Estados Unidos, Canadá, França, Inglaterra, Portugal, Espanha, México, Argentina, Venezuela e Uruguai”. Dentre outras formas interativas, processavam-se ali, por exemplo, “permuta de publicações literárias e didáticas”60.


    Observe-se que, além das atividades que se realizavam sob a responsabilidade do Serviço de Antropologia, são frequentes no Boletim da Universidade e nos Anais referências dando conta da efetivação de uma série de outras – várias delas no campo das ciências sociais –, programadas por outros setores. A propósito, percorrendo um intervalo de tempo que antecede a institucionalização do ensino de ciências sociais no seu sentido mais amplo, na UFC, refiro-me, dentre outras atividades, à realização de exposições artísticas, fotográficas e literárias, quer no âmbito da universidade, quer em outros espaços, alcançando, inclusive, outros países, principalmente na Europa; seminários, encontros, conferência, lançamento de livros e debates sobre temas variados e atingindo também um público não-integrante da instituição. Os trechos que se seguem são ilustrativos a esse respeito:


    (...) Dr. Manuel Eduardo Pinheiro Campos, no auditório do Instituto do Ceará, fala sobre “Cerâmica decorativa”, iniciando a série de Estudos Nordestinos, com participação do Coral do Conservatório de Música Alberto Nepomuceno (...). Em 1º/07, no mesmo auditório, conferência de Jairo Martins Bastos sobre “Artesanato e Desenvolvimento Econômico”. No dia 2/7, mesmo local, conferência de Florival Seraine sobre “Cerâmica Utilitária” e 3/7, conferência de Nery Camelo sobre “Arte popular” e “Cozinha brasileira”, encerrando o Encontro sobre os Estudos Nordestinos (Boletim nº 12, maio-junho/1958, p. 4-5).


    Na minha interpretação, insisto, esse tipo de atividade fomentava discussões sobre temas tratados pelas ciências sociais e, de algum modo, contribuía para aglutinar pessoas com interesses e preocupações comuns; e tudo isso pode ter funcionado como uma espécie de preparação do terreno no qual floresceria, nesta Instituição, o ensino das ciências sociais.


    Como parte da programação do Serviço de Antropologia, em 1958, um “Novo Curso de Preparação Antropológica” foi ofertado, tendo como objetivo:


    (...) difundir o interesse pelo estudo da Antropologia, proporcionando melhores conhecimentos aos que já se iniciaram nesse estudo. Como da vez anterior, o curso está dividido em dois setores: Antropologia Física e Antropologia Cultural. A primeira parte vem sendo ministrada pelo Professor Francisco de Alencar e Dr. José Rômulo Barbosa, e a segunda pelo Dr. Florival Seraine, General Studart Filho e Coronel Jerson Braga Vieira Fonseca. No currículo de Antropologia Física estão sendo ministradas aulas práticas sobre pesquisa de grupos sangüíneos e fator RH, sob a orientação do pesquisador Baltazar Coelho Neto. O Curso terá duração de quatro meses e vem obtendo ótima freqüência (Boletim nº 13, jul-ago/1958, p. 7-8).


    Observe-se que se explicita aí a preocupação com aulas práticas e também se incluem nomes de outros professores, além daqueles já mencionados. Aliás, a preocupação com a prática está presente desde o início, e tratava-se de algo inerente à política universitária em vigor na Instituição. Nessa mesma edição do periódico, consta haver sido realizado, em julho, Levantamento Antropológico, no município de Pacajus, por egressos do Curso, sob a direção de Francisco Ferreira de Alencar:


    A pesquisa (...) teve como objetivo principal um grupamento de remanescentes de índios Paiacus que habitam as circunvizinhanças da sede do município e um grupamento de elementos negros, cuja localização se deve ao Serviço de Antropologia. No setor de Antropologia Cultural, vários aspectos foram observados, destacando objetos provavelmente utilizados por indígenas, tais como pilões, restos de cerâmica, etc. Quanto ao setor de Antropologia Física, os resultados foram surpreendentes, tendo sido localizados alguns depósitos fósseis. Os dados obtidos nessa pesquisa, que é a primeira de caráter antropológico realizada no Ceará, com equipes especializadas, serão submetidos à apreciação dos estudiosos de Antropologia, no próximo Curso de Preparação Antropológica (Boletim nº 13, jul-ago/1958, p. 9-10, grifos meus).


    É importante chamar a atenção para o fato de a pesquisa se voltar também para outras dimensões, incluindo não apenas levantamento dos chamados restos culturais tratados pela arqueologia, mas se mantendo atenta na busca de ancestralidades étnicas. Na minha interpretação, trazer este assunto à tona, naquele momento, significava uma atitude ousada – e, ao mesmo tempo, importante para a antropologia –, na medida em que, como sabemos, os índios do Ceará haviam sido “extintos”, por Decreto, ainda na segunda metade do século XIX. Conforme registros no Boletim, aquela pesquisa se ampliou para outras localidades do estado do Ceará e o material coletado se constituía objeto de estudo, pelas equipes, com a orientação do professor, na sede do Serviço de Antropologia, em Fortaleza:


    (...) As pesquisas e estudos de gabinete vem sendo encetados com grande intensidade, graças ao farto material colhido por vários levantamentos antropológicos realizados em algumas regiões do interior do Estado, notadamente no município de Pacajus, onde foram organizados, cuidadosamente, mapas e gráficos pelas equipes do Serviço (Boletim nº 15, nov-dez/1958, p. 12).


    Desde a sua criação, em 1957, até o final do ano de 1958, o Serviço de Antropologia funcionou voltando-se, prioritariamente, para duas frentes: a oferta do Curso de Preparação Antropológica e a realização de pesquisa, sempre tentando uma integração dessas atividades.


    O Instituto de Antropologia: no centro, um engenheiro civil cujo sonho ia muito além de cálculos numéricos.


    Os dados coletados me levam a afirmar que, em tempo relativamente curto, via-se crescer na Universidade do Ceará a importância do Serviço de Antropologia que, mesmo contando com total apoio da Reitoria61, enfrentava limitações e certas dificuldades.


    À frente do Serviço, contando com a competência e a dedicação de alguns entusiastas (professores e técnicos) que garantiam as aulas no curso e, ao mesmo tempo, iniciavam o trabalho de pesquisa, o engenheiro-antropólogo Thomaz Pompeu Sobrinho não media esforços para a elaboração de novos projetos. Assim, chegando ao final do segundo ano de funcionamento, o Serviço mostrava resultados animadores. Naquele contexto, ainda em dezembro de 1958, o Conselho Universitário aprovou a proposta de transformação do Serviço, em Instituto de Antropologia.


    Uma vez instalado, o Instituto de Antropologia continuou ofertando o Curso62, conforme referido em várias edições do citado periódico, visando, como antes, à capacitação de pessoas também para a investigação antropológica (ou à “formação de pesquisadores sócio-culturais”); e, ao que se observa, ganhava cada vez mais espaço na instituição. No mesmo ano (1959), o “Noticiário” do Boletim, anuncia a realização de pesquisas arqueológicas às margens do Rio Banabuiú:


    Dando cumprimento ao seu plano de pesquisas de campo, o Instituto de Antropologia da Universidade do Ceará está promovendo, atualmente, uma série de importantes pesquisas arqueológicas ao longo do Rio Banabuiú e adjacências, com o fim de reconhecer e fotografar todos os monumentos pré-históricos, ali abundantes, constantes sobretudo de inscrições rupestres. Os trabalhos de pesquisa e observação, que compreendem fotografia das inscrições e descrição dos locais e dos grupos de sinais, estão a cargo do Sr. João Pompeu de Sousa Brasil, que se fez acompanhar de uma equipe de técnicos daquela instituição universitária. A sede dos serviços foi instalada na Vila de Pinaré, à margem do Rio Banabuiú, distante 60 quilômetros da cidade de Quixadá, permitindo rápido acesso aos pontos mais importantes da área da pesquisa (Boletim nº 20, set-out/1959, p. 400, grifos meus).


    Além dessa pesquisa, menciona-se também viagem do professor Francisco Ferreira de Alencar, pelo Instituto, ao Rio de Janeiro, então capital da República, a fim de manter contatos com o Conselho Nacional de Pesquisa e com outras instituições culturais e científicas, visando à elaboração de um Plano de Pesquisas Sociais no Nordeste. E acrescenta-se:


    (...) de regresso a Fortaleza, o professor Francisco Alencar percorreu vários estados do Nordeste, demorando-se especialmente em visita à região de Canudos, com o objetivo de colher subsídios para as pesquisas que o Instituto de Antropologia da Universidade do Ceará vem realizando sobre o fanatismo religioso nos sertões do nordeste brasileiro (Boletim nº 20, set-out/1959, p. 405, grifo meu).


    Observe-se, aqui, a referência ao fenômeno “Canudos”, visto, sob uma ótica antropológica de então, como expressão de “fanatismo religioso”, o que reflete o lugar ocupado por uma concepção de sociedade e cultura de acordo com a qual, dentre vários outros aspectos, se estabelecia uma dicotomia entre “campo” e “cidade”, associada à polarização “primitivo X civilizado”, e que também tratava movimentos sociais como o que ocorreu em Canudos como manifestação de fanatismo e rebeldia de minorias (destituída de natureza política), expressões de atraso ou termos equivalentes. Daí a necessidade de situarmos, também no tempo, a produção de conhecimentos63.


    A meu ver, a exemplo do que mencionei em relação ao Serviço de Antropologia, atividades realizadas por iniciativa de outros setores, no âmbito da Universidade ou em outros espaços, também favoreceram o fortalecimento do Instituto e, de um modo ou de outro, contribuíram para empreendimentos posteriores no campo das ciências sociais, na Universidade do Ceará. Nesse sentido, é oportuna a citação dos trechos seguintes:


    Na Faculdade de Filosofia do Crato, como parte de seu programa cultural] uma festa folclórica (...): dança do trancelim, dança dos zabumbas e mineiro pau. A realização desses festejos recebeu a orientação das cadeiras de Sociologia, Etnologia e Lingüística dessa Escola, numa louvável tentativa de estímulo e preservação das danças e dos folguedos populares da região caririense (Anais,1960, p. 348).


    Em 13 de maio de 1961, foi lançado, no Salão Nobre da Reitoria, o livro de Leonardo Mota, ‘Cantadores’, em sua 3ª edição. A apresentação foi feita pelo Reitor, seguido pelo Professor Arthur Eduardo Benevides com roteiro crítico sobre a vida e a obra “desse pioneiro das pesquisas folclóricas no Ceará (Anais, 1961, p. 408).


    Sob os auspícios da Universidade do Ceará, o universitário e folclorista Jorge Romero proferiu, no dia 27 de janeiro, uma palestra no Conservatório Alberto Nepomuceno, subordinado ao tema ‘Folclore andino (Anais, 1962, tomo VIII, p. 372).


    (...) também de destaque foram as exposições itinerantes de gravuras populares do Nordeste, exibidas nos mais famosos salões de arte da Europa, tais como a Biblioteca Nacional de Paris, o Kunstmuseum de Basiléia (Suíça), o Museu Popular de Viena e outros grandes museus como os de Madri, Lisboa e Pôrto (Boletim nº 39, nov-dez/1962).


    (...) Exposição de fotografia no MAUC (18/09/1963), focalizando a arte pré-colombiana, no México e na Guatemala – professora Alisa Baer, que expunha as fotos, fazia palestra sobre civilizações Asteca, Maia e Inca (Anais de 1963, tomo XIX, p. 394).


    Foi inaugurada, no dia 21 de setembro, na sede do Instituto de Antropologia da Universidade do Ceará, a I Exposição Nordestina de Arqueologia, promovida pelo Centro Brasileiro de Arqueologia e em cooperação com o IAUC. A mostra, além da documentação fotográfica apresentada, constou de objetos de cerâmica e material lítico, colhidos em diversas regiões do Nordeste por técnicos especializados, sob a orientação do arqueólogo Balduíno Lélis Farias (Boletim nº 44, set-out/1963).


    (...) No dia 27 de julho, o grupo de teatro francês Comédia de l’orangérie, da Maison de France, do Rio de Janeiro, apresentou na Concha Acústica da Reitoria da Universidade do Ceará a peça de Jean-Paul Sartre ‘As moscas’. Esta peça trata do problema da liberdade e da responsabilidade humana e é uma das mais célebres do famoso fundador do Existencialismo na França (Boletim nº 43, jul-ago/1963).


    No intuito de favorecer a abertura de espaço para a veiculação e o debate de ideias de diferentes autores sobre temas variados, fora criado, e aprovado pelo Conselho Universitário, ainda em 1957, o Boletim de Antropologia, periódico que se constituiu, principalmente naquele contexto, veículo eficaz na divulgação de artigos nos campos da História, da Antropologia Cultural e da Arqueologia, além de guardar valiosas contribuições de ordem metodológica para a pesquisa científica. No “Noticiário” do Boletim da Universidade, a referência à publicação do segundo volume daquele periódico nos dá ideia sobre os temas abordados e exemplifica o que acabo de dizer:


    Foi publicado no mês de novembro o 2º volume do Boletim do Instituto de Antropologia da Universidade do Ceará, trazendo interessantes pesquisas e estudos sobre a ciência do homem. Nesse número, que se apresenta com boa feição gráfica, foram estampados os seguintes trabalhos: “Línguas tapuias desconhecidas no Nordeste”, da autoria do Professor Pompeu Sobrinho; “Curral de pesca no litoral cearense”, pelo Dr. Florival Seraine; “Contribuição etnográfica ao estudo das cercas”, pelo Dr. João Pompeu, e “On the spiny lobster in Ceará”, por Melquíades Pinto (Boletim nº 27, nov-dez/1960, p. 475/76).


    É também ilustrativo, na mesma direção, o registro de lançamento, em 1962, do Manual de Antropologia, de autoria de Thomaz Pompeu Sobrinho:


    Com a presença de grande número de intelectuais, foi lançado no dia 4/4, em tarde de autógrafos realizada no saguão da Imprensa Universitária, o Manual de Antropologia, I tomo – Antropologia Física (...). Apesar de sua finalidade didática, de vez que destinado especialmente aos alunos do Curso de Antropologia, o livro em apreço encerra aspectos um tanto amplos da Antropologia Física – Zoologia e Somática, podendo, por isso, servir como obra de consulta até mesmo para os estudiosos dessa disciplina científica (Boletim nº 35, mar-abr/1962, p. 14).


    Ocorre-me destacar, neste momento, um aspecto do trabalho do Instituto de Antropologia, embora não seja uma peculiaridade desta Unidade acadêmico-administrativa da Instituição, à época. Na concepção dos dirigentes da Universidade do Ceará, a instituição dever-se-ia articular, de algum modo, com a sociedade em que se inseria, o que aparece nos textos como: “prestar serviços”, “contribuir para o desenvolvimento” e outras formas de interação, a exemplo do uso de certos equipamentos e do estabelecimento de convênios (BNB e SUDENE, dentre outros). Nessa direção, numa referência ao Plano de Trabalho do Instituto de Antropologia, lê-se:


    (...) incumbe-lhe a dinamização de outros objetivos relacionados com o homem nordestino, em razão do que se propõe a levar a efeito tôda sorte de pesquisas, reconhecimento, observações e experiências diretamente subordinadas à Antropologia, e auxiliar pessoas ou entidades inclinadas para tais pesquisas; colhêr informações, dados ou elementos antropológicos de utilidade geral, especialmente aquêles que digam respeito à região nordestina, e estudar, sob todos os aspectos sociais e humanos, as comunidades rurais do Nordeste brasileiro (Boletim nº 33, nov-dez/1961).


    Na minha interpretação, esse tipo de postura reflete uma espécie de filosofia que norteava a construção da própria Universidade do Ceará. Aí se situam, além do Instituto de Antropologia, iniciativas como a criação de institutos especializados – Instituto de Tecnologia Rural, por exemplo.


    A propósito da ideia de “contribuir para o desenvolvimento”, é muito interessante uma observação de Thomaz Pompeu Sobrinho acerca de um tipo de função que os estudos antropológicos poderiam exercer. Conforme veiculado no Boletim da Universidade, por ocasião do lançamento, pela Imprensa Universitária, do Manual de Antropologia, o autor teria afirmado:


    (...) no Brasil, talvez mais do que alhures, em qualquer outro país do mundo ocidental, importa o estudo e o exercício da antropologia, porque os problemas ligados à terra e os desajustamentos sociais têm aqui um caráter particularmente grave, dos mais graves do mundo. A extensão do país, as diversidades e os contrastes étnicos, as populações indígenas, o baixo nível cultural que atinge todas as classes são responsáveis por esse flagrante desequilíbrio da sociedade brasileira, que põe em constante desespero o nosso homem (Boletim nº 36, mai-jun/1962, p. 217, grifos meus).


    E após mencionar pesquisas antropológicas realizadas no País, “desde os tempos coloniais”, além de referir informações registradas nos escritos de cronistas e missionários sobre os “nativos”, e mais, os viajantes do século XIX, alude, ainda, o trabalho da Comissão Científica de Exploração que, segundo ele, no Ceará, conseguira “reunir notável acervo de elementos, principalmente daqueles referentes à etnografia” (Boletim, nº 36, mai-jun/1962).


    Pesquisando-se os textos – tanto no Boletim da Universidade quanto nos Anais (1960, 1961, 1962, 1963) e nas fotos –, juntando-se informações e procurando-se estabelecer conexões entre essas fontes e os respectivos dados, é possível se compreender um pouco da dinâmica do Serviço e do Instituto de Antropologia na Universidade do Ceará. Nesse sentido, são informações que, como vimos até aqui, tratam, dentre outros aspectos, da realização de pesquisas; da contratação de pessoal e liberação de recursos; da oferta de cursos; bem como de contatos mantidos com outras instituições, nacionais ou estrangeiras. A título de ilustração, mais uma vez, cito atividades de intercâmbio com instituições e profissionais de outros países: conferência proferida por Charles Wagley, da Universidade da Columbia, sobre “Novas tendências da Antropologia Social”, em 10/5/1962; visita do antropólogo John Davis, da Universidade da Califórnia, ao município de Quixadá, acompanhado por Thomaz Pompeu Sobrinho, José Ferreira de Alencar, ambos do Instituto de Antropologia, e pelos pesquisadores João Pompeu de Sousa Brasil e Baltazar Coelho64.


    Além da viagem a Quixadá para conhecer um projeto do Instituto, denominado Projeto de pesquisa sócio-cultural do Ceará65 que, à época, estava sendo implantado no distrito de Juatama, consta que John Davis ministrou a aula inaugural – abordando o tema “Antropologia e mudança social orientada” – de mais um Curso de Antropologia ofertado pelo Instituto (Boletim nº 41, mar-abr/1963, p. 137).


    Recorro, aqui, a trechos do subprojeto de Juatama, no município de Quixadá, sertão central do Ceará, para esclarecimento dos leitores. Tratava-se de uma espécie de “plano piloto” daquele mais amplo intitulado “Projeto Sócio-Cultural para o Ceará”. Segundo consta, o processo de investigação seria “baseado na moderna metodologia que orienta as atividades científicas da Escola Inglêsa de Antropologia Social”. Com tal pesquisa, segundo o que foi noticiado ali, esperava-se “conhecer as atuais condições sociais e culturais daquela comunidade quixadaense e, posteriormente, das populações cearenses”. No entendimento dos pesquisadores, ouvir os habitantes da comunidade seria uma forma de fazer com que eles participassem, mesmo que indiretamente, dos “processos de desenvolvimento econômico que se esboçam na área geográfica do Polígono das Secas” (trechos extraídos do Boletim nº 36, mai-jun/1962, p. 223). De modo mais imediato, os pesquisadores esperavam que tal conhecimento fosse aplicado no campo da educação escolar e, quem sabe, até chegasse a influir em planos elaborados pelo Ministério da Educação e Cultura.


    Portanto, além de haver ali uma proposta de pesquisa, a julgar por informações veiculadas no Boletim da Universidade, referido projeto tinha também um caráter de extensão universitária:


    Partindo do universal para o regional, a equipe do Instituto de Antropologia, supervisionada pelo professor Thomaz Pompeu Sobrinho, procurou auscultar, conhecer e sentir, em sua intimidade e profundeza, os mais diversos problemas de uma comunidade tradicionalmente agrária (...), para novamente retornar ao universal, já plenamente capacitada para tirar as conclusões que os conhecimentos teóricos são incapazes de mostrar ou revelar. O objetivo dêsse planejamento consiste em expor ao camponês o que êle pode e deve realizar no seio da comunidade, em benefício de sua própria reabilitação social e da recuperação econômica do seu Estado. (...) a instituição procurou conhecer e analisar, em todos os seus pormenores, a estrutura econômica daquela comunidade, compreendendo os ciclos da produção, da mercantilização, transformação, industrialização, crédito e transporte; a estrutura social, dentro da qual foi estudada a organização da família, o caráter tradicional das instituições e o êxodo rural; os padrões de cultura, a que subordinou os hábitos higiênicos e alimentares e os problemas afetos à educação. Todavia, olhando êste último aspecto (...), ao contrário da unilateralidade dos programas nacionais de alfabetização, o Projeto Juatama partiu do pressuposto de que, para o homem do campo, educar significaria dar-lhe também outras condições de vida e de trabalho para que, suficientemente instruído e orientado, passe a produzir mais e melhor (Boletim nº 43, jul-ago/1963, p. 322/323, grifos meus).


    Observe-se nos trechos citados a aparente contradição, no que diz respeito a uma possível contribuição da universidade (com base nos resultados da mencionada proposta de pesquisa), em termos de educação, para a mudança no modo de vida de camponeses. Como disse, a contradição é apenas aparente. A leitura mais atenta da transcrição revela a existência de um pensamento antropológico talvez até adiante do seu tempo. De um lado, a postura autoritária de quem supostamente detém o saber – “expor ao camponês o que êle pode e deve realizar”; do outro, o mergulho na organização social e econômica, e na cultura local, e a interpretação sábia – que pressupõe um conhecimento histórico da relação entre estrutura e cultura – e a conclusão: “para o homem do campo, educar significaria dar-lhe também outras condições de vida e de trabalho para que, suficientemente instruído e orientado, passe a produzir mais e melhor”. Em outras palavras, o trecho destacado reflete, assim, uma articulação significativa entre posturas metodológicas e concepções teóricas, no trabalho antropológico. Ou seja, ao mesmo tempo em que realiza uma pesquisa etnográfica, a equipe deixa transparecer, na interpretação dos dados e na proposta de intervenção, concepção teórica associando as ideias de cultura e estrutura, numa perspectiva histórica.


    Ainda tentando situar a ação do Instituto em meio a uma política universitária levada a efeito entre o final dos anos 1950 e início dos 60, afirmo que minha pesquisa também me leva a pensar que havia um certo “espírito de unidade” da instituição, como se os seus integrantes (administração, professores, estudantes e funcionários) se sentissem (ou devessem estar) irmanados em torno da construção da instituição. Vejo, nesta perspectiva, as bases para a construção simultânea de identidades e de uma identidade institucional mais ampla. Refiro-me, assim, às diversas unidades – dentre elas, o Instituto de Antropologia – e à totalidade, isto é, a Universidade do Ceará66.


    A esse respeito, observe-se o que dizia Luís Fernando Rapôso Fontenelle – então diretor do Instituto de Antropologia –, quando da criação do Departamento de Ciências Sociais da UFC, em 1966, cuja chefia acabava de assumir, por nomeação do Reitor.


    Segundo Fontenelle, a criação do Departamento “(...) reflete o movimento geral de expansão em que se empenha a Universidade Federal do Ceará, no sentido de oferecer, através de suas faculdades, escolas e institutos especializados, maiores oportunidades de formação aos jovens estudantes cearenses”. Simultaneamente, expressava também sua preocupação com uma certa aplicabilidade que deveria se fazer das ciências sociais67.


    Aqui, apraz-me ressaltar que a leitura dessa entrevista, na atualidade, me possibilitou entender melhor aquilo que ouvi de alguns dos meus professores, ao ingressar na Graduação. Segundo eles, no último semestre de Ciências Sociais, os alunos seriam deslocados para comunidades e lá permaneceriam por seis meses, para serem treinados em pesquisa. Infelizmente, em curto espaço de tempo, variáveis de ordem acadêmica e política, suponho, levaram a mudanças no planejamento e na estruturação do currículo do Curso, de modo que tal estágio não ocorreu, nem mesmo para as primeiras turmas, embora nós, os estudantes da época, não tenhamos sido informados sobre tal redirecionamento curricular.


    Ao final de todo um processo de negociações, iniciado em 1966, entre a UNESCO e a UFC, o Departamento de Ciências Sociais da UNESCO recomendou uma ação de cooperação entre as duas instituições. Para tanto, entre julho e setembro de 1968, realizou-se uma Missão coordenada pelo professor Jean Duvignaud (da Universidade de Tours-França), período em que se concretizaram, na UFC, seminários, mesas-redondas e conferências, além de visitas ao interior do estado do Ceará e de estados vizinhos. Naquele momento, conforme Haguette (idem), o objetivo principal da Missão era avaliar as possibilidades de efetivação e expansão do ensino e da pesquisa, em ciências sociais, através da UFC, a partir do que se estabelecia na “aliança” UFC-UNESCO.


    Nesse cenário, em 1969, como parte da reforma universitária levada a efeito pelo Ministério da Educação e Cultura, nasceu também a Faculdade de Ciências Sociais e Filosofia, que incorporou o Departamento do mesmo nome, passando este à denominação de Departamento de Sociologia. Em 1974, com a extinção da Faculdade, voltou a designação inicial do Departamento; e, finalmente, em 2001, com o criação do Departamento de Filosofia na UFC, passou a se chamar Departamento de Ciências Sociais.


    Finalizando, eu diria que a criação do Instituto de Antropologia na Universidade do Ceará guarda, sim, relações estreitas com uma determinada concepção de universidade. Uma concepção que reúne a idéia de um trabalho missionário – às vezes artesanal – à construção de um saber embasado na pesquisa (que pressupõe domínio de metodologia e um determinado conhecimento teórico) e que deve ser “devolvido” à sociedade local, na forma de ensino e como subsídio ou contribuição para mudanças nas condições do meio em que se insere essa instituição pública.
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    Notas


    
      
        55 Esta é a denominação constante na lei federal nº 2373 que cria a instituição, em dezembro de 1954.

      


      
        56 Conforme noticiado à época: “O magnífico Reitor confiou ao Dr. Thomaz Pompeu Sobrinho, presidente do Instituto do Ceará, a incumbência de organizar um Serviço de Antropologia Física e Cultural” (Boletim nº 04, jan-fev/1957, p. 6). Aliás, a idéia de criação de tal Serviço fora veiculada na primeira edição desse periódico, em julho de 1956, onde se lê também que “O Dr. Thomas Pompeu Sobrinho já apresentou circunstanciada exposição de motivos ao Magnífico Reitor, traçando as linhas gerais desse oportuno empreendimento” (p. 6).

      


      
        57 De acordo com registros pesquisados, o Curso era ofertado anualmente, tinha duração média de quatro a cinco meses, oito horas por semana, e, conforme consta no Boletim, nele eram ministradas aulas de Biologia Geral, Antropologia Física, Etnografia, Fisiopsicologia, Culturologia, Arqueologia e Estatística Aplicada à Antropologia. Pelo menos de início, as aulas eram ministradas no prédio do Instituto do Ceará e o primeiro desses cursos teve início em setembro e término em dezembro de 1957.

      


      
        58 Florival Alves Seraine (1910-1999) foi um paraense, formado em medicina pela Faculdade de Medicina da Bahia, em 1930, que se notabilizou como crítico literário e pesquisador do folclore. Lecionou Antropologia Cultural na Escola de Serviço Social de Fortaleza, no Instituto de Antropologia e na Faculdade de Medicina da Universidade do Ceará. Na então Faculdade Católica de Filosofia do Ceará e na Faculdade de Filosofia do Crato, ministrou, respectivamente, Curso de Folclore e de Lingüística. Seu legado intelectual ao Ceará inclui também uma série de publicações no âmbito do folclore, dentre as quais, cito: Panorama artístico da época colonial, 1937; Cultura brasileira, 1938; Ensaios de interpretação lingüística, 1954; Sobre o torém, 1955; Dicionário de termos populares (registrados no Ceará), 1959, 2ª edição, 1991; Antologia do folclore cearense, 1968, 2ª edição, 1983; Temas de linguagem e de folclore, 1987; e Questões teóricas da cultura (estudos e ensaios), 1994. Em moderna visão antropológica, essa produção pode ser incorporada à área da cultura.

      


      
        59 Designação por Portaria do Reitor, p. 60 (Boletim da Universidade nº 5, mar-abr/1957). Esclarecimento: criada em 1951, a Campanha Nacional de Aperfeiçoamento de Pessoal de Nível Superior, denomina-se, na atualidade, Coordenação de Aperfeiçoamento de Pessoal de Nível Superior. Penso que a palavra “campanha”, aqui, evoca o sentido de urgência com que a capacitação deveria ocorrer, dada a necessidade de qualificar docentes para a Universidade pública no Brasil inteiro.

      


      
        60 Trechos extraídos do Boletim nº 10, janeiro-fevereiro/1957, p. 13.

      


      
        61 Em várias edições do Boletim, constata-se, por exemplo, o registro de Resoluções com base nas quais, usando de suas atribuições no cargo e respaldado por deliberações do Conselho Universitário, o Reitor abria “crédito especial” para unidades acadêmico-administrativas da Universidade, dentre elas, o Instituto de Antropologia que, simultaneamente, contava com a força de trabalho de técnicos, contratados pela Universidade e deslocados de outros setores para essa Unidade. Cito exemplos: Celda Brasil Girão (dactilógrafa), Maria de Lourdes Moreira (bibliotecária), Luciano Mota Gaspar (escriturário), João Pompeu de Sousa Brasil (dactilógrafo, depois, pesquisador), Valdelice Carneiro Girão (escrevente-dactilógrafa), Teresinha Helena Alencar Cunha (escrevente-dactilógrafa, depois, pesquisadora). Todos estes posteriormente integraram o quadro de pessoal do Departamento de Ciências Sociais e Filosofia, sendo que os quatro últimos se tornaram docentes (Boletim nº 47, mar-abr/1964, p. 92, 177, 182. Boletim nº 50, set-out/1964, p. 558 e 580).

      


      
        62 São mencionadas as mesmas matérias: Culturologia, Etnografia, Arqueologia, Antropologia Física, Fisio-Psicologia, Pesquisa de Grupos Sanguíneos e Noções de Estatística Antropológica (Boletim nº 18, mai-jun/1959, p. 249. Boletim nº 23, mar-abr/1960, p. 158. Boletim nº 29, mar-abr/1961, p. 112. Boletim nº 34, jan-fev/1962, p. 18-19).

      


      
        63 Simultaneamente, um detalhe me chama a atenção quanto à complexidade da construção da instituição e dos saberes, pois, mais uma vez, aparece aqui heterogeneidade de visões de mundo. Refiro-me ao fato de encontrar no acervo da Biblioteca Central da Universidade do Ceará o registro do livro de Edison Carneiro, Os cultos de origem africana no Brasil (1959), catalogado no item “Religiões não-cristãs” (Boletim, nº 24, mai-jun/1960). Ora, tal registro contraria concepção vigente de acordo com a qual esses cultos eram vistos como feitiçaria ou coisa do gênero e não como religião.

      


      
        64 Referências extraídas, respectivamente, dos Boletins nº 36, mai-jun/1962, p. 207 e nº 40, jan-fev/1963, p. 7.

      


      
        65 Em edições subseqüentes do periódico, há o registro de várias portarias do Diretor do Instituto, designando equipe de trabalho para viagem a Juatama, sob a coordenação de João Pompeu de Sousa Brasil, então denominado Diretor do Departamento de Pesquisas e Monumentos, da referida Unidade.

      


      
        66 Na edição de nº 58 do Boletim, por exemplo, se faz referencia ao papel exercido pelo Seminário Anual de Professores na consolidação de uma filosofia norteadora da ação política da Universidade (Boletim 58, jan-fev/1956).

      


      
        67 Boletim nº 58, jan-fev/1966, p. 525-528. O periódico menciona entrevista concedida pelo professor Fontenelle ao jornal O povo, tratando da criação do Departamento.

      

    

  


  
    Os limites da expansão da excelência na ritualística de um concurso para professor titular


    Bernadete de L. R. Beserra

    Rémi Fernand Lavergne


    Introdução


    O objetivo do artigo é refletir sobre o campo universitário brasileiro a partir de disputas envolvidas em concurso para professor titular na área de Antropologia da Educação em universidade pública do Nordeste do Brasil. A sua questão central é compreender os fatores que permitem que alguém se candidate à posição mais cobiçada da carreira de professor universitário em área em que não tem nem formação, nem prática acadêmica.68 Do ponto de vista das teorias que sustentam os argumentos aqui desenvolvidos, a ideia geral é seguir os passos de Pierre Bourdieu em Homo Academicus (2011) e observar as disputas travadas em função dos seus significados específicos, mas, principalmente, em função dos significados produzidos e impostos pela dinâmica institucional, tal como ela se apresenta em cada conjuntura, cada circunstância. Trata-se, pois, da observação e análise das regras e práticas de um campo social no qual os agentes se relacionam uns com os outros em função da posição de cada um, mas também em função de como o campo é afetado por poderes e injunções que o transcendem. Trata-se também – e sobretudo – do estudo de uma instituição “que é socialmente reconhecida, que goza de toda legitimidade graças ao seu caráter racional e que é vista como ‘mágica’ por realizar uma objetivação que se pretende objetiva e universal” (Ribeiro in Bourdieu, 2011, p.16).


    Inspirados por este autor (idem, ibidem, p. 103-135), também olharemos para o campo acadêmico brasileiro, mesmo aquele de regiões periféricas, como organizado em torno de dois polos de poder que mobilizam capitais culturais, simbólicos ou sociais distintos: o poder universitário, ou mundano, e o poder científico, mais simbólico. Controlam o poder universitário, aqueles que se dedicam ou são chamados em algum momento de sua carreira acadêmicaa se dedicar à burocracia universitária. Estes são os “ricos politicamente” e têm o controle dos programas de pós-graduação, das revistas acadêmicas e das bancas de exame de ingresso dos futuros pares.


    A tese de Pierre Bourdieu é que o campo universitário, embora envolto na magia da crença da produção da verdade, é muito mais regido pela dimensão política, ou mundana, do que pela científica. Nessa perspectiva, diz ele (idem, p. 42), “poucos universos oferecem tanta liberdade e mesmo tantos suportes institucionais, aos jogos da dissimulação de si mesmo e à defasagem entre a representação vivida e a verdade da posição ocupada no campo ou no espaço social”. Os jogos e eufemismos criados, também chamados pelo autor de “sistemas de defesa individuais”, não teriam eficácia social se não encontrassem a cumplicidade de todos aqueles cuja ocupação de uma posição idêntica ou homóloga leva a neles reconhecer a expressão de um esforço para perseverar num ser social que é também o seu (idem, p. 42).


    Diversos estudiosos do ensino superior no Brasil têm refletido sobre o sentido ou eficácia das noções e explicações de Pierre Bourdieu para a compreensão do campo universitário brasileiro (por exemplo, Cunha, 2006; Hey, 2008; Martins, 1998). Em recente artigo, originalmente texto da aula do concurso que lhe conferiu a posição de professor titular, Afrânio Catani argumenta em favor da fertilidade do conceito de “campo universitário”. De acordo com ele (Catani, 2011, p.199), no Brasil esse campo é composto do:


    [...] conjunto das instituições de educação superior públicas e privadas, em seus mais variados níveis, formatos e natureza; as agências financiadoras e de fomento à pesquisa, nacionais e estaduais; os órgãos estatais de avaliação de políticas educacionais; o(s) setor(es) do Ministério da Educação dedicado(s) à educação superior e de institutos de pesquisa com a mesma finalidade (INEP); os setores ou câmaras dos Conselhos de Educação em distintos níveis; as associações e entidades de classe (CRUB, ANDIFES, ANDES/SN, ABMES, ANUP, ABRUC, ANAMEC, ANAFI, SEMESP etc.) e as comissões governamentais (Catani, 2011, p.199).


    Se a delimitação do campo universitário é já um desafio em si, o outro é o da produção de estudos capazes de compreender as diversas “culturas” que o compõem, não apenas do ponto de vista das instituições que o integram, mas também da perspectiva das condições sob as quais existem “localmente”. É nesse sentido que é necessário enxergar o fato de que o campo universitário é também afetado por poderes e injunções que o transcendem. O que significa, por exemplo, que nem tudo a que se dá o nome de “pesquisa” ou “formação” tem o mesmo conteúdo ou valor em um mesmo sistema universitário. Ou seja, as instituições não se expandem do mesmo modo como são criadas e passam por processos de ressignificação na adaptação aos diversos contextos.


    Chegamos assim ao tema do colonialismo cultural e podemos nos indagar, em relação à instituição universitária, o que nos perguntaríamos quanto a qualquer instituição que, tendo surgido sob demandas e circunstâncias particulares, tornaram-se, depois, universais. A questão é compreender todas as metamorfoses pelas quais têm de passar em relação aos seus modelos originais para funcionarem em contextos diversos daqueles em que foram originalmente criadas. Ou seja, como as instituições se globalizam? Sob que condições funciona a universidade brasileira em expressões tão distintas como aquelas que representam, por exemplo, a Universidade Federal do Rio de Janeiro e a Universidade Federal de Rondônia? Como cada uma interpreta e pratica as normas que as regem? Ou talvez, melhor, que condições efetivas tem cada uma na realização do projeto brasileiro de universidade pública?


    O que significa, afinal, o cargo de professor titular? Que importância tem para a universidade brasileira? Como são escolhidos os titulares e o que revela o processo de escolha sobre o campo universitário em geral e sobre a área de estudos em particular onde se dá a escolha ou a disputa? São estas algumas das questões que nos esforçaremos para responder.


    Breve apresentação do caso: um erro institucional?


    O caso do qual aqui nos ocupamos teve início com a vacância de duas posições de professor titular no departamento ao qual são afiliados os professores cuja disputa motivou a escrita deste artigo. Havia certa unanimidade em relação ao candidato a uma das vagas e o edital para ela seria aberto na área de estudos do referido professor69.


    Não havia, porém, um segundo professor cujo reconhecimento dos pares fosse tão unânime e, em função da quantidade de interessados e potenciais candidatos, longa reunião foi necessária para a definição do setor de estudos da segunda vaga. Quando, afinal, houve concordância em relação a isto, os editais não puderam ser publicados porque os concursos para o cargo de titular haviam sido temporariamente suspensos à espera da nova resolução em discussão no Conselho de Ensino Pesquisa e Extensão (CEPE). Publicada quase um ano depois, em fevereiro de 2011, ela trazia uma novidade inesperada: a exigência de que o candidato tivesse obtido o título de doutor há pelo menos dez anos. Desse modo, o professor em torno do qual havia certa unanimidade já não podia se candidatar, nem aqueles em função dos quais o segundo setor de estudos havia sido definido.


    Apenas dois professores tinham o novo perfil exigido. Concordou-se, também em reunião, em publicar os editais nas suas respectivas áreas. Semanas depois, foi publicado o edital do concurso de uma das áreas e, simultaneamente, noticiada a inexistência da segunda vaga: o departamento se enganara. Meses antes, uma das vagas de titular havia sido transformada em adjunto, mas a chefe e os secretários haviam se esquecido disto e o primeiro saldo do lapso era este: mais de vinte professores gastaram várias horas para decidirem sobre o que não existia.


    À saída do edital e com a constatação da existência de uma única vaga, o professor da vaga inexistente, que aqui chamaremos de Carlos, cogitou a possibilidade de lutar pela vaga perdida, pedindo inclusive o apoio de Fátima, nome fictício da candidata à vaga cujo edital havia sido publicado. Dias depois, porém, ele considerou mais simples concorrer àquela vaga de titular aberta na área de formação e prática da sua colega.


    A simples decisão de disputar uma vaga de titular em área distinta da de sua formação e competência é suficiente para que nos interroguemos tanto sobre a área de estudos em que se abriu o concurso, antropologia da educação, como sobre a instituição em que esse tipo de aposta tornou-se possível.


    A única relação que o professor tinha com a área do concurso era o fato de ter lecionado a disciplina antropologia da educação algumas vezes. Mas mesmo isto não pode ser entendido como uma comprovação de iniciação ou experiência no campo, porque a política de distribuição de disciplinas no departamento permite e, algumas vezes, mesmo impõe, o revezamento em função da necessidade ocasional de professor. Não há, portanto, uma política baseada apenas nas credenciais acadêmicas ou afinidades epistemológicas dos professores. Por outro lado, as disciplinas não têm um programa definido a partir de discussão ou negociação entre todos os que as ministram: cada professor, no exercício da sua “liberdade de cátedra”, ensina o que quer, não sendo incomum o fato de temas serem repetidos em várias disciplinas enquanto outros, igualmente importantes, jamais serem ensinados ou trabalhados.


    Presume-se, então, que, sendo tão aleatória a relação do professor com a área do concurso, ele tivesse consciência da sua posição desvantajosa em relação à concorrente e, consequentemente, de quão alto era o risco da derrota. Mas os fatos que se sucederam a partir daí demonstram que o campo universitário em que atuam os atores é atravessado por muitas lógicas e a lógica “científica”, na qual foi baseado o raciocínio acima, nem é a hegemônica, nem está definida o suficiente para desencorajar esse tipo de aventura.


    Desse modo, a decisão do professor de concorrer a uma vaga de titular em área em que não tinha formação ou experiência foi acompanhada de várias ações que demonstram que, conforme Pierre Bourdieu (2011), “o campo universitário é, como todo campo, o lugar de uma luta para determinar as condições e os critérios de pertencimento e hierarquia legítimos”. Assim, os “aliados” do professor tudo fizeram para legitimá-lo como candidato preferencial numa área em que não possuía qualquer senioridade. Professores e funcionários próximos a ele tornaram-se ventríloquos dos seus interesses e, em tal perspectiva, chegaram ao exagero de questionar as possibilidades de a professora concorrer à vaga aberta na sua própria área. Indivíduos alheios aos significados próprios da carreira acadêmica eram autorizados a julgar o que desconheciam, como foi o caso de funcionário que, diversas vezes, lhe indagou se ela realmente enfrentaria concorrente “tão forte”: “A senhora é corajosa mesmo! Já viu o tamanho do currículo do professor? Somente de livros ele já encheu aquelas duas malas que estão ali, guardadas na sala da chefe...”


    Situações como essas nos levam a indagar se naquela unidade acadêmica, de fato, coexistiam os dois polos de poder identificados por Pierre Bourdieu no seu estudo sobre o campo universitário francês. Não fosse a disputa que elucidava a existência desses polos de poder, a impressão que se tinha é que ali somente o poder universitário, ou mundano, existia. Nenhum valor tinham as referências nacionais ou internacionais de práticas científicas, nem mesmo o capital simbólico adquirido nessas instâncias pela professora concorrente era considerado, o poder hegemônico era apenas o resultado do acúmulo de capital social na própria instituição.


    Com o objetivo, portanto, de compreender como fluem os poderes na unidade acadêmica que anunciou o concurso, apresentaremos, primeiro, o significado e as expectativas relacionados à posição de titular na instituição. Em seguida, relacionaremos a isto os vários eventos que culminaram na anulação do concurso para, finalmente, concluirmos com uma pequena digressão sobre o campo da antropologia da educação no Brasil.


    Professor titular: o que significa?


    A resolução que regulamenta os concursos para professor titular na instituição não apresenta objetiva e claramente um perfil para o cargo como o faz, por exemplo, universidade de tamanho semelhante situada em região mais próxima aos centros nacionais de poder:


    Art. 2º - O Professor Titular deverá ser portador do título de doutor ou equivalente reconhecido no território nacional, possuir liderança e senioridade acadêmicas no mínimo no âmbito nacional e curriculum vitae que aponte resultados de excelência na geração de conhecimentos e na formação de recursos humanos na área de conhecimento do Concurso.


    É possível, porém, no caso da universidade em que se realizou o concurso, construir este perfil a partir do conteúdo dos artigos 4°, 17, 18 e 19 que tratam, respectivamente, dos critérios para a inscrição e das provas e títulos. O artigo 4º estabelece os seguintes critérios para a inscrição: “I. ter obtido o título de Doutor ou de Livre Docente há, pelo menos, dez (10) anos; e, II. ter exercido o magistério superior em graduação e/ou pós-graduação há, pelo menos, quinze (15) anos em instituições de ensino superior reconhecidas pelo MEC”.


    Troca-se, assim, a liderança ou senioridade acadêmica na área de estudos do concurso explicitamente desejada na universidade do Sul pela combinação de dez anos de doutorado com quinze anos de docência. Tais critérios, porém, não conduzem necessariamente ao perfil de alguém com reconhecimento ou liderança acadêmica em dada área do conhecimento. Ao contrário, confundindo quantidade com objetividade, os critérios acima substituem a qualidade pela quantidade e o máximo que garantem é que os candidatos tenham certa “experiência acadêmica”, mas não necessariamente “reconhecimento acadêmico”, motivação principal, no mundo acadêmico nacional e internacional, para a hierarquização entre as várias classes de professores e a existência do cargo de professor titular ou catedrático.


    São os artigos 17, 18 e 19, que tratam das “provas e títulos”, que oferecem algum conteúdo para o que aqui estamos chamando de “reconhecimento acadêmico”. O artigo 17, que trata da defesa pública do memorial, explica que ele “abrangerá atividades e contribuições ao ensino, pesquisa e extensão na área de conhecimento do concurso, e ainda, sua produção científica, as qualidades relevantes para o exercício de funções universitárias de alto nível e a experiência docente acumulada”.


    Embora ofereça traços de um perfil, “atividades e contribuições ao ensino, pesquisa e extensão” é uma expressão vaga o bastante para permitir que qualquer professor universitário que preencha os requisitos quantitativos para a inscrição se sinta encorajado a fazê-lo. Outros três elementos são, porém, acrescidos: “e, ainda, sua produção científica, as qualidades relevantes para o exercício de funções universitárias de alto nível e a experiência docente acumulada”.


    A senioridade científica é neste caso apresentada como apenas mais um item de uma lista que também inclui, mas não apresenta conteúdo claro, “qualidades relevantes para o exercício de funções universitárias de alto nível e a experiência docente acumulada”. O artigo 18 trata dos aspectos que a Comissão Julgadora deve avaliar na defesa pública do memorial: “I. Domínio do tema e ideias inovadoras; II. Coerência e consistência; III. Liderança Acadêmica; IV. Comunicação”. E completa-se o perfil com o que, no artigo 19, trata da Prova Didática. Apresentam-se assim os critérios para o seu julgamento. A Comissão Julgadora, portanto, “atribuirá sua nota considerando, preferentemente: I. Domínio e profundidade do tema; II. Sequência lógica e coerência do conteúdo; III. Correção na linguagem, clareza da comunicação e habilidade na formulação de respostas; IV. Estrutura da exposição e capacidade de comunicação”.


    A se considerar a resolução da universidade que mais claramente apresentou o perfil do que deseja para o panteão dos titulares, nenhum dos candidatos que disputavam aquela vaga de antropologia da educação teria se inscrito porque nenhum rigorosamente preenchia os requisitos do perfil esperado. O professor Carlos não tinha qualquer experiência no setor de estudos e a professora, embora antropóloga de formação e recentemente pesquisando na área de estudos do concurso, não havia ainda conquistado o reconhecimento nacional ou internacional nesta área específica.


    Estaria, portanto, a vagueza dos contornos do perfil de professor titular da instituição relacionada às dificuldades próprias da construção e desenvolvimento da universidade brasileira nas regiões mais periféricas? Afinal, a universidade, como todas as instituições, movimenta um conjunto de símbolos e promove um sem número de rituais dos quais necessita para se autorizar como tal. Nesse sentido, não importa com que conteúdo, toda universidade necessita de um número mínimo de professores titulares. Não existindo ninguém que possua a “liderança e senioridade acadêmicas” nos termos propostos pelas universidades de excelência no país e pelos sistemas universitários dos países que nos servem de modelo e referência, outras lideranças e senioridades ocupam o seu lugar sem que seja ameaçada a existência da posição simbólica de titular.


    O perfil de professor titular na instituição, tal como apresentado na citada resolução, é tão aberto que nem mesmo os critérios sugeridos para a avaliação da prova didática são fixos, pois são antecedidos do advérbio “preferentemente”, grifado acima. Mas não apenas isto, nas discussões sobre o assunto no CEPE, alguns conselheiros advogavam a desvinculação do cargo de professor titular da liderança e reconhecimento científicos. Segundo depoimento de um dos representantes da unidade acadêmica do concurso presente nas discussões, alguns queriam que o cargo se transformasse numa espécie de prêmio que se pudesse oferecer como resultado de lideranças e reconhecimentos noutras áreas que compõem e movimentam a universidade, e não apenas nesta específica do conhecimento científico.


    Disputas como esta em torno do conteúdo do cargo de professor titular evidenciam a variedade de práticas acadêmicas existentes sob a rubrica “universidade brasileira”. Mas não apenas isto, também questionam se o projeto universitário ou acadêmico pode se dar ao luxo de prescindir da valorização da produção científica; indagam que interesses de legitimação têm grupos ou indivíduos que o propõem.


    Os rituais do poder e a legitimação do “ilegítimo”


    A partir da reunião da unidade curricular para a escolha dos componentes da banca examinadora, a professora candidata passou a se orientar pela hipótese de que as motivações de participação do seu concorrente no concurso se baseavam na certeza de ele poder influenciar os “pares” na construção de critérios que o legitimassem como candidato e, consequentemente, favorecessem a sua aprovação. Na reunião, decidiu-se que a lista seria organizada a partir de consulta ao banco de dados do CNPq (CV Lattes). Buscariam nomes de professores que declarassem que atuavam na área de “antropologia educacional”.


    Os nomes afinal apresentados para a aprovação do colegiado do departamento para a composição da banca examinadora não tinham qualquer relação com aqueles que haviam se estabelecido nacionalmente no campo da antropologia da educação. A banca de três professores foi constituída por um professor do Departamento de Ciências Sociais da própria instituição e dois pedagogos cujos CV Lattes indicavam que a maior aproximação que haviam tido com a antropologia ou mesmo as ciências sociais era a de trabalhar ou ter trabalhado com “questões de racismo” ou “relações étnicas”. Outro problema: um dos nomes indicados sequer era efetivamente titular, uma vez que a sua “titularidade” não havia sido concedida sob os mesmos critérios daquela que os professores buscavam. O adjetivo titular, no seu caso, significava apenas “efetivo”. Era uma professora efetiva de uma universidade privada sem tradição e que, em função da propagação exageradamente financiada dos estudos de “raça” e “etnia” no Brasil, tornara-se pesquisadora do CNPq. Mas além da utilização política de categorias antes do domínio da antropologia, ela nada tinha a ver com a área da antropologia da educação propriamente dita.


    Os “rumores”, a mise em scène da “ética”, a instrumentalização dos funcionários, sinalizavam uma preferência “institucional” pelo professor candidato. Sendo impossível transformá-lo em antropólogo da noite para o dia, criando provas de uma atuação que ele jamais tivera na área, a saída havia sido aquela: formar uma banca de não especialistas. Desse modo, o setor de estudos do concurso não teria importância e os critérios de avaliação seriam criados em função do resultado que se quisesse alcançar.


    Com o objetivo de aprovar tal banca examinadora, os “aliados” do professor fizeram de tudo, chegando, inclusive, ao ponto de infringir o regimento e o estatuto da instituição, concedendo aos funcionários do departamento o direito de voz e voto nas reuniões. Simplificadamente, a ordem dos eventos até a anulação do concurso foi a seguinte.


    Primeiro. Por meio de colegas da unidade curricular, a candidata soube dos nomes que seriam indicados e votados na reunião do departamento. Orientada por colegas e pelo procurador-geral, fez-se presente na reunião mediante carta à chefe em que questionava os nomes indicados. Argumentava que, segundo a resolução do CEPE, o mínimo que se devia exigir de um professor titular em antropologia da educação, ou qualquer área, é que nela ele tivesse formação e/ou experiência (ensino, pesquisa e produção científica). Da banca examinadora, por outro lado, não se poderia exigir menos do que se exige dos candidatos. Do contrário, como poderiam avaliar em relação ao setor de estudos o domínio do conhecimento e as ideias inovadoras dos candidatos e, consequentemente, a sequência lógica e coerência dos conteúdos, tanto no memorial como na aula? Como, no caso dos nomes indicados, poderiam julgar o que é ou não apropriado, interessante ou inovador, se com a área não demonstram qualquer familiaridade, nem no sentido da formação, nem da prática acadêmica?


    Segundo. À reunião que ela faltou, Carlos, que anteriormente havia considerado antiético o seu interesse em participar da reunião da unidade curricular, esteve presente. O colegiado decidiu que a comissão organizadora do concurso deveria apresentar os critérios da escolha dos novos nomes da banca e recomendava que estes fossem buscados via Associação Brasileira de Antropologia, de modo a cumprir as orientações estabelecidas no edital em relação ao setor de estudos. Sugeriu também que a banca fosse mista, com membros com formação em educação e outros em antropologia.


    Terceiro. Dez dias depois, nova reunião foi convocada e, em resposta à solicitação do colegiado na reunião anterior, o decano da unidade curricular apresentou documento intitulado “Texto Representativo do Pensamento da Unidade Curricular de Fundamentos Sociológicos, Históricos e Filosóficos da Educação”. Mais baseado na retórica jurídica (e intimidatória, própria dos tribunais) do que numa ética argumentativa (mais próxima da universidade), o texto justificava a decisão da “unidade” de não aceitar a recomendação do colegiado e manter os nomes já indicados. Argumentavam que, conforme o Supremo Tribunal Federal, “as áreas de conhecimento humanístico (do que são exemplos a Filosofia, a História, a Literatura), diversamente das áreas técnicas e das ciências da natureza, permanecem abertas”, o que justificava que, em concurso aberto para a vaga de titular em Antropologia da Educação, qualquer indivíduo versado em qualquer área dos “estudos sociológicos, históricos e filosóficos da educação” pudesse concorrer, daí por que a abrangência da formação da banca examinadora. O colegiado do departamento, contrariando a própria determinação na reunião anterior, votou em favor da banca, originalmente, como proposta.


    Quarto. Após a reunião, a professora aconselhou-se com o procurador. Este a orientou a encaminhar “Pedido de Revisão do Ato de Indicação de Nomes para Concurso para Professor Titular no Setor de Estudos Antropologia da Educação” ao presidente do Conselho Departamental, instância que, nos dias seguintes, se reuniria para homologar a banca indicada. Apesar da polêmica ensejada pelo assunto, a decisão da instância ratificou os nomes já indicados, embora tivesse deslocado a professora “titular” para o lugar de suplente.


    Quinto. A essas alturas, todos sabiam que a candidata recorreria a todas as instâncias universitárias contra a composição da banca que ela publicamente denunciara como inadequada. Desse modo, poucos dias após a reunião do Conselho, a chefe do departamento convocou reunião extraordinária para apresentar parecer do procurador. Este documento, que tratava dos prazos do concurso, fora solicitado pela comissão organizadora.


    Sexto. Contrariando o entendimento do advogado do Setor de Recursos Humanos, para quem as datas apresentadas no edital se referiam apenas às inscrições e nada diziam sobre o período de realização do concurso, o procurador-geral apresentava outra interpretação. De acordo com ele, havia duas soluções em relação aos “prazos”: 1. manter os 120 dias e realizar a prova até o dia 4 de setembro (a reunião extraordinária havia sido convocada no dia 5 de setembro!) ou 2. publicar novo edital.


    Sétimo. Sendo impossível realizar o concurso “no prazo”, a coordenadora da unidade curricular propôs que, já que teriam que abrir novo edital, que se ajustasse a abrangência do setor de estudos: passaria de Antropologia da Educação para Fundamentos da Educação.


    Oitavo. Ante tal proposição, candidatos e respectivos aliados calorosamente se pronunciaram e a disputa chegou às raias da agressão física, o que produziu a mudança de posição de vários professores antes aliados ao candidato. Ao contrário da tendência que se observava nas reuniões anteriores, a unanimidade em torno dos encaminhamentos em benefício do professor não mais existia. Alguns professores se deram conta dos riscos que todos corriam permitindo que a instituição se transformasse naquele “faroeste” onde todos, e não apenas os candidatos, corriam perigo. “Em nome da preservação da instituição”, um dos professores sugeriu que não se mudasse o setor de estudos do concurso. Outros recomendaram prudência e uma professora, atraída para a reunião pelos gritos que escutou da sua sala, insistia que era necessário um maior comprometimento de todos: “Decidimos uma coisa numa reunião e na seguinte tudo é desfeito... Temos um edital que foi lançado em Antropologia da Educação, precisamos respeitar isto!... Precisamos acabar com essa ‘informalização’ de tudo: a chefia não está adequadamente encaminhando o que se decide nas reuniões!”


    Nove. De acordo com a professora candidata, foi a presença intimidante dos funcionários na reunião do dia 6 de setembro que se constituiu na gota d’água que a levou, juntamente com outros colegas insatisfeitos com a informalidade «instituicida”, a solicitar reunião com o reitor, que, afinal, ocorreu vinte dias depois, no dia 27 de setembro. A motivação do pedido, escreveram na solicitação, “era o descumprimento sistemático das normas regimentais e estatutárias naquela unidade e sistemático abuso de poder do grupo hegemônico”.


    Dez. Do dia 5 de julho, quando os problemas relacionados ao concurso começaram a surgir, até o encontro com o reitor, em 27 de setembro de 2011, passaram-se dois meses e vinte dias. Três, dos oito professores que assinaram a solicitação de audiência, reuniram-se com o reitor. Os problemas relativos ao concurso foram apenas uma das queixas do grupo. Em relação a este assunto, particularmente, o reitor mostrou-se surpreso e decepcionado. Explicou que, na reunião do CEPE que aprovou a nova resolução para titular, apresentara a nova política de ampliação das vagas para esse cargo até o limite de 10% do total de professores. Qualquer vaga poderia ser transformada em titular sem nenhum problema até atingir o limite de 10%, do qual se estava bastante distante na Faculdade, uma vez que, à época, havia apenas uma professora titular. Resultado: em consequência do exercíco de uma ideia bastante sui generis de democracia universitária, os dirigentes da unidade acadêmica desprezam os acordos gerais (expressos nos regimentos e estatutos) para cotidianamente improvisarem em função de interesses circunstanciais de grupos ou indivíduos. Neste caso específico, mais de duas dezenas de professores gastaram centenas de horas e a sua melhor energia criativa para lutarem por um bem que se imaginava escasso, mas era abundante.


    À guisa de conclusão: a antropologia da educação à prova das pressões neoliberais


    Uma etnografia, diferentemente desta narrativa, exige uma contextualização onde mais claramente se possa compreender o conteúdo das relações sociais que motivam, obrigam ou impedem os indivíduos de, na instituição, colaborarem uns com os outros. Exige uma apresentação mais cuidadosa de árvores “genealógicas” e quadros sinóticos que permitam compreender a posição de cada “ego” no sistema de relações que materializam a unidade acadêmica em foco. Independentemente de quão minuciosa pudesse ser tal descrição, o que seria ainda mais problemático do ponto de vista do estudo do próprio grupo a que pertence o pesquisador, apresentar o problema do concurso apenas do âmbito do que ocorreu no departamento não bastaria para uma interpretação densa de uma cultura institucional que não somente permite, mas motiva o surgimento de fenômenos como o aqui descrito.


    Apesar de tantas faltas, a narrativa aqui apresentada permite que algumas questões sejam postas, e interpretações provisórias sejam apresentadas, inclusive sobre as possibilidades e limites da objetivação dos próprios observadores e autores, também envolvidos nos interesses e jogos políticos da instituição. Nós nos esforçamos para apresentar uma análise científica que, como tal, transcende as intenções e vontades individuais até dos agentes mais lúcidos e “imparciais” envolvidos com o caso. Não há, porém, como observou Bourdieu (2011, p. 27), “objeto que não envolva um ponto de vista, mesmo em se tratando do objeto produzido com a intenção de (...) ultrapassar a perspectiva parcial que está associada a uma posição no espaço estudado”. De todo modo, novamente citando o autor (idem; ibidem), “as próprias operações da pesquisa, que forçam a explicitar e a formalizar os critérios implícitos da experiência ordinária, têm por consequência tornar possível o controle lógico de seus próprios pressupostos”.


    Conscientes, portanto, das leituras possíveis, corremos o risco. Sabemos que este trabalho tanto pode ser reconhecido como apresentando os meios para compreender com mais profundidade o campo acadêmico ou, ao contrário, como um exercício fruto do ressentimento dos “vencidos” ou “deslocados”; uma “traição” aos pares, uma vez que toda tribo tem os seus segredos e “é preferível que se lave roupa suja em casa”.


    Mesmo assim buscamos nestas notas conclusivas uma maior inteligibilidade dos fatos apresentados. Uma primeira evidência oferecida pela descrição, portanto, é que a disputa pelo cargo de professor titular não envolveu apenas os concorrentes ofuscados pela própria vaidade. Mais do que “egos” isolados, são indivíduos que expressam em suas práticas e discursos não apenas trajetórias possíveis da carreira acadêmica em universidade federal brasileira, mas trajetórias possíveis em função de como se constitui especificamente a instituição em cujo espaço se deu o embate. Por outro lado, os professores que apoiaram um ou outro candidato não apoiaram apenas amigos, mas aliados provisórios em função do que representavam em relação aos interesses circunstanciais de cada um.


    A anulação do concurso apoiada pelo parecer do procurador foi uma vitória dos aliados de Carlos, que, temendo que a discussão dos seus argumentos para a escolha da banca examinadora ultrapassasse os limites da unidade acadêmica, consideraram estratégica a anulação para a reabertura em área que mais diretamente beneficiaria o candidato. Mas foi também, do ponto de vista da transformação do que era “cientificamente” legítimo em insólito, uma vitória da candidata que, afinal, foi poupada de uma possível derrota na sua própria área.


    Entre tantas questões a se colocar, uma merece atenção particular: que interesses os aliados do candidato protegiam para apoiar a sua candidatura àquela vaga? A interpretação que propomos é que o professor candidato acumulou o seu capital institucional mediante seus serviços editoriais. Apesar do limitado alcance da sua coleção, ela transformou-se na materialização da possibilidade de publicação de trabalhos que, do contrário, dificilmente seriam divulgados, porque seus autores não têm a disposição de submetê-los a outros editores, ou, talvez, porque, em alguns casos, mesmo se o fizessem, não seriam aprovados. Desse modo, o professor tornou-se essencial àquele “campo científico” particular, que, para sobreviver no páreo nacional sem as mesmas condições de trabalho dos centros produtores de pesquisa, sobretudo as condições relativas à construção de uma cultura “científica” com a indispensável avaliação dos pares, precisou criar as adaptações locais possíveis em função dos jogos políticos hegemônicos na unidade acadêmica.


    No caso do concurso em análise, os critérios da “casa”, ou locais, foram superiores aos das instituições de fomento e avaliação nacionais. Aceitar como “mais” legítimas as regras nacionais ou internacionais seria questionar não apenas o mérito da “produção científica” e da “liderança acadêmica” do professor, mas criar um problema mais geral para todos que sobrevivem da mesma cultura que o sustenta. Desse modo, a questão não é indagar-se, como fizemos antes, “sobre que projeto universitário ou acadêmico pode se dar ao luxo de prescindir da valorização da produção científica”, porém investigar que conteúdos se escondem ou se apresentam sob tal rubrica.


    Mais que frutos de vocações ou talentos específicos, indivíduos como Carlos respondem às demandas e pressões de um sistema universitário nacional que, não tendo condições de se expandir seguindo um mesmo padrão, acaba por incentivar estratégias de sobrevivência absolutamente particulares e que, no final das contas, funcionam contrariando as próprias regras que permitem o seu surgimento. Embora, por outro lado, também colaborem para uma validação ainda maior dos participantes “legítimos” do campo.


    Além de útil para a compreensão das tensões que permeiam aquela unidade acadêmica em particular e, nesse sentido, colabore para a expansão do conhecimento sobre a variedade de possibilidades existentes no Brasil sob as categorias “produção científica” ou “campo universitário”, o estudo deste caso também serve para nos indagarmos sobre o campo da antropologia da educação, área em construção no Brasil nas duas últimas décadas.


    Espaço de experimentações inovadoras e de encontros nem sempre bem-sucedidos (ver Valente, 1996; Gusmão, 1997 e 2009; Rocha; Tosta, 2009), a antropologia da educação vem sendo apresentada como um campo em construção há quase duas décadas, período que coincide com o das políticas neoliberais de mercantilização da cultura e etnicização dos conflitos sociais. Recentemente estabelecida como disciplina obrigatória em muitos cursos de Pedagogia, com o propósito de desenvolver no professor em formação a compreensão da construção social da diferença, assim como oferecer estratégias para lidar com o preconceito em sala de aula e em outros espaços escolares, raramente é lecionada por antropólogos (de formação ou prática). A novidade da construção do campo no Brasil, assim como o contexto em que surgiu, está provavelmente na base dos “usos e abusos” que dela são feitos, como denunciou há quase vinte anos Ana Lúcia Valente (1996). Estes se expressam claramente nas discussões em torno do seu significado no concurso para titular ora referido, em que a interpretação vigente era a de que qualquer profissional que se relacionasse a “relações étnicas e raciais” estaria autorizado a falar em nome da antropologia.


    Se, portanto, de acordo com a nossa hipótese, o multiculturalismo neoliberal da “conveniência da cultura” e das “identidades” e “etnicidades” construídas ou reafirmadas para a reivindicação do direito à diferença abre um espaço especial para a antropologia, isto não é feito em consideração aos seus métodos e filosofias, mas como estratégia de legitimação das suas políticas. É, pois, um espaço que já surge ameaçado e restrito pelos limites e fins da própria política que o cria: a das campanhas multiculturalistas recentes que tomaram conta de várias instituições governamentais e da universidade brasileira e que reduzem a antropologia a um discurso superficial e político sobre “relações étnicas e raciais”, ou a um exercício de “troca de opiniões gerais”, como já evocamos no que diz respeito ao ensino da sociologia em Faculdades de Educação (Beserra; Lavergne, 2012).


    Se nas disputas acadêmicas para a delimitação do campo da antropologia da educação as tensões já são significativas (ver Valente, 1996 e Gusmão, 1997 e 2009), a proposta e a experimentação de uma antropologia da educação superior são ainda mais arriscadas. Ao investigar sobre os “mesmos”, os pares, os que constituem a “elite intelectual” do país (portanto, “inquestionáveis”), corre-se o risco de romper com segredos ainda mais bem guardados por todos os que participam dos diversos rituais de celebração e confirmação da posição de excepcionalidade do professor universitário, ignorando (ou fingindo ignorar) sua natureza e sua força performativa. Lugar de produção de saberes, a universidade é também lugar de confirmação de poderes e de posições sociais. Mas guarda esse segredo por trás dos eufemismos em que se torna especialista (por ex., amor ao conhecimento, missão, vocação). Ela está longe de se reconhecer na imagem de “faroeste” a que, na descrição acima, se aludiu, onde os confrontos entre os polos de poder do campo universitário são marcados por lutas acirradas cujas regras nem sempre obedecem àquelas explicitadas em regimentos e estatutos, mas sim a lógicas comuns a instituições “menores” e nas quais os contendores jamais se reconheceriam. Eis o desafio.
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        68 Referimo-nos, neste caso, às atividades relativas à pesquisa e ensino.

      


      
        69 Omitimos o nome do departamento, da universidade e dos concorrentes à vaga no concurso, mas temos consciência de que esses cuidados não diminuem o sentimento mais geral de traição que habita os pesquisadores que estudam o seu próprio grupo e ao qual também se refere Bourdieu em Homo Academicus (2011).

      

    

  


  
    Por um laudo antropológico emancipatório dentro dos processos criminais


    Edson Damas da Silveira


    Introdução


    A ideia neste breve ensaio é abordarmos, de forma reflexiva e também crítica, as perícias antropológicas, bem como as suas consequentes conclusões relatadas na forma de laudos antropológicos, desde que empreendidos exclusivamente no bojo dos processos criminais e para fins de defesa dos acusados índios em particular.


    Com efeito, o nosso estudo se iniciará por uma breve abordagem desses documentos no contexto histórico brasileiro, seguindo-se por uma passada de olhos sobre os ditames legais reguladores desses mesmos trabalhos nos foros nacionais, assim como se fazendo registrar perspectivas típicas dos antropólogos acerca dos seus próprios afazeres, modos de compreender aquela atividade e dilemas de ordem profissional.


    Procurou-se também estabelecer um imediato contato com a realidade prática e atual dos laudos antropológicos em juízo, razão pela qual apresentaremos ao debate alguns questionamentos atuais e recorrentes a respeito da sua construção, pontuando particularmente as questões da sua privatividade, natureza, prazo, imparcialidade e subjetividade.


    Todo o empreendimento, enfim, é no sentido de se promover o entabulamento de um laudo antropológico, que denominaremos doravante de “emancipatório”, na linha teórica de Boaventura de Souza Santos (2008), porque acreditamos muito pertinente à realidade multicultural e pluriétnica experimentada particularmente no território amazônico.


    Para o sociólogo lusitano, não há na contemporaneidade uma só forma de conhecimento (e os laudos antropológicos bem podem levantar isso), mas várias, competindo a nós optar pela que favorece a criação de imagens desestabilizadoras e de atitudes de inconformismo perante a atual sociedade capitalista, baseada no consumo desmedido e no egoísmo de mercado. Na sua visão, o paradigma da modernidade ocidental comporta duas formas principais de conhecimento, quais sejam, o conhecimento regulação e o conhecimento emancipação.


    Explica ele que o conhecimento regulação consiste numa trajetória entre um ponto de ignorância, designado por caos, e um ponto de conhecimento, designado por ordem. O conhecimento emancipação consiste também numa trajetória, mas entre um ponto de ignorância, chamado de colonialismo, e outro ponto de conhecimento, agora chamado solidariedade. Apesar de essas duas formas de conhecimento estarem igualmente inscritas no paradigma da modernidade, a verdade é que, no último século, o conhecimento regulação ganhou primazia sobre o conhecimento emancipação. Com isso, a ordem passou a ser a forma hegemônica de conhecimento (de que o cânone é exemplo), e o caos, a forma hegemônica de ignorância.


    Esses modos de transição – no seu ver – levaram ao sofrimento humano, justificado em nome da luta da ordem e do colonialismo contra o caos e a solidariedade. Esse sofrimento humano teve e continua a ter destinatários sociais específicos – trabalhadores, mulheres, minorias étnicas, raciais e sexuais –, cada um deles considerado a seu modo perigoso precisamente porque representa caos e solidariedade, contra os quais é preciso lutar em nome da ordem e do colonialismo.


    Mas acontece que o Texto Constitucional Brasileiro de 1988 elegeu esses mesmos destinatários específicos como protagonistas de “novos direitos”, numa visível e salutar guinada de rumo para resgatá-los do campo da invisibilidade, ainda que tenhamos caminhado pouco na dimensão da sua concretude de fato.


    Segundo ainda Santos (2000), efetivar essa demanda social numa perspectiva de direitos perpassa a efetivação dessa sociedade da emancipação, em que formas de ignorância, ações colonialistas e a concepção de sujeito como objeto sejam abolidas para dar lugar a uma sociedade do reconhecimento da solidariedade, da emancipação, do sujeito enquanto sujeito de ação e que formas de subjetividade individual e coletiva possam ser concretizadas no âmbito das relações sociais.


    Para tanto, há que se superar o monoculturalismo e edificar o conhecimento multicultural, entendendo que a solidariedade é uma forma de conhecimento enquanto produtor de conhecimento. Essa superação será dada pela diferença, pelo respeito aos diversos conhecimentos, valores, estilos de vida, crenças de vários povos, e não mais pela produção dos silêncios que retratam a perda de conhecimentos de nações inteiras no período do colonialismo ocidental (Santos, 2000).


    E os modos de operar dos laudos antropológicos que ao final iremos propor vêm exatamente neste sentido, resgatando valores e firmando diferenças que agora merecem nosso respeito e proteção, porquanto categorizados como patrimônio cultural brasileiro.


    Breve contexto histórico


    Em nosso país, há uma grande quantidade de modalidade de perícias entabuladas em juízo, mas as primeiras que se registraram no bojo dos processos diziam respeito às áreas então regulamentadas em lei e ainda vinculadas aos conselhos da respectiva área de disciplina. Nessa categoria de origem, encontravam-se perícias ligadas às áreas de contabilidade, documentoscopia, engenharias, geologia e medicina. Em tempos contemporâneos e por obra da complexidade das demandas judicializadas, outros exames periciais se fizeram igualmente necessários, agora ligados à tecnologia da informação, odontologia, medicina veterinária e antropologia (Sousa & Grande, 2010).


    Os primeiros laudos antropológicos produzidos no Brasil foram feitos na década de setenta por Virgínia Valadão e Bruna Francheto, apresentando – pelas grandes e novas responsabilidades que implicavam para a antropologia – um grande desafio, em especial, no que diz respeito às dificuldades de traduzir em termos jurídicos os conhecimentos da disciplina (Laraia, 1994).


    Como decorrência social da mudança das práticas legais e das estruturas administrativas autoritárias implantadas em nosso país pelos governos militares, e um pouco antes do evento da nova ordem constitucional – mais especificamente em julho de 1987 –, restou assinado, entre Procuradoria Geral da República e Associação Brasileira de Antropologia (ABA), um Protocolo de Intenções com vistas à elaboração de laudos antropológicos em causas envolvendo terra indígena, reconhecendo oficialmente os profissionais desta associação como idôneos e de notória especialização para o desempenho de tal função. Nesta ocasião, também a ABA oficiou ao Supremo Tribunal Federal e aos juízes federais de Cuiabá protestando contra a nomeação de engenheiros e agrônomos para responder questões de natureza antropológica (Dal Poz Neto, 1994).


    Sem embargo dos pioneirismos recordados, Oliveira (2002) afirma que os laudos e perícias antropológicas apareceram de fato, e com vigor que hoje se verifica, no contexto de uma conjuntura de redemocratização, cujo evento mais destacado foi realmente a promulgação da Constituição Federal de 1988, resultado de um amplo debate nacional que se arrastou por mais de um ano, implicando a consulta e mobilização da sociedade civil.


    Importa destacar, nessa mesma fenda aberta, a edição da Carta de Ponta das Canas já no ano de 2000, que veio para disciplinar a questão das perícias antropológicas no âmbito ético da Associação Brasileira de Antropologia – ABA, e muito ajudou a promover um salto de qualidade na feitura dos laudos no Brasil, voltando o tema a ser replicado e pensado em vários eventos científicos que se seguiram (Leite, 2005).


    As suas recomendações – naquilo que couber – podem ser consideradas para fins de realização dos laudos antropológicos que se destinem aos processos criminais que apontam como acusado sujeito indígena, já que naquela Carta é nítida a preocupação com a ordem coletiva dos povos pesquisados, não se albergando a hipótese da perícia sobre indivíduo, a apontar no agente a sua identidade étnica; descrição e compreensão do seu comportamento no contexto social em que vive, revelando suas crenças, costumes e tradições em determinada comunidade.


    Nessa última instância de encaminhamentos é que estudos e reflexões críticas sobre laudos devem evoluir, porquanto afetos a direitos fundamentais do índio acusado em processo criminal que não encontra a devida guarida na legislação processual brasileira, até porque criada muito antes do Texto Maior de 1988 e ainda desconforme com os novos ares constitucionais.


    O desafio neste trabalho de pesquisa é justamente superar as desatualizações legislativas dos procedimentos forenses para emprestar efetividade constitucional aos novos direitos do cidadão indígena, carecedor em muitas oportunidades do respectivo laudo antropológico como instrumento essencial de defesa dentro dos processos judiciais em que sofre acusação.


    Perícias antropológicas para o direito


    Não se pode olvidar que, para o direito, a perícia é por excelência uma prova técnica que se produz dentro do processo com o fim precípuo de auxiliar o magistrado nas decisões judiciais. De origem latina, provém de peritia, a significar o conhecimento adquirido pela experiência, e se propõe a desvendar a verdade dos fatos (Sousa & Grande, 2010).


    É um procedimento muito antigo e que remonta à história do Oriente Médio, onde, por volta do século III a.C., os sumérios-babilônicos usavam com bastante frequência os métodos periciais para a solução dos seus conflitos sociais. Quando os reis ou poderosos dominantes precisavam ter ciência dos fatos, ou conseguir prova para tomar uma decisão importante, invariavelmente sobre conhecimentos que não estavam ao seu alcance, se valiam de especialistas temáticos, posteriormente denominados de “peritos” (Sousa & Grande, 2010).


    Na tradição da nossa processualística, de matriz italiana, veio o entendimento de que perícia é o testemunho de uma ou mais pessoas técnicas (experts), no sentido de fazer conhecer um fato cuja existência não pode ser acertada ou juridicamente apreciada, senão apoiada em especiais conhecimentos científicos ou técnicos (Marttirolo, 1898).


    Em razão da complexidade das demandas judiciais contemporâneas, o conceito de perícia se estendeu para a verificação de fatos ligados ao patrimônio individualizado, visando oferecer opinião, mediante questão proposta. Para tal opinião, realizam-se exames, vistorias, indagações, avaliações, investigações, arbitramentos; em suma, todo e qualquer procedimento necessário ao esclarecimento dos fatos (Sá, 1996).


    Enfim, a perícia é uma atividade concernente ao exame realizado por profissional especialista no assunto da prova, legalmente habilitado e também em dia com o seu respectivo conselho profissional, denominado de “perito”. Também de origem latina, a palavra vem de peritus, proveniente do verbo perior, que significa experimentar, saber por experiência. Em uma etimologia ampla e usual, corresponde a douto, instruído, versado, sabedor, experimentado, prático e louvado (Sousa & Grande, 2010).


    O resultado do exame realizado por um perito, constando suas observações e as conclusões resultantes destas, materializa-se em uma peça técnica chamada “laudo pericial”, transformando-se esse documento escrito no instrumento de prova que serve para os fins do processo (Sarantopoulos, 2005).


    Dentre os vários meios produtores de prova judicial possíveis, a perícia manifestada por intermédio dos laudos se destaca como de tratamento especial, quer na legislação adjetiva civil, quer nos procedimentos criminais, tanto que, em ambos os casos, se acha criteriosa e rigorosamente disciplinada.


    Apesar de não corresponder ao nosso campo de análise, e por amor à comparação dos procedimentos, é, no Código de Processo Civil – promulgado antes da Constituição de 1988, mais precisamente no dia 11 de janeiro de 197370 –, que a perícia judicial se agiganta em termos de regulamentação, sendo aquela legislação também de inegável importância para o processo penal, na medida em que se admite a sua aplicação subsidiária nos vácuos normativos deste último71.


    Assim, e quando a prova depender de conhecimento técnico ou científico, autoriza o nosso vigente Código de Processo Civil que o juiz seja assistido por perito72, consistindo a prova pericial em exame, vistoria ou avaliação73. Ocorre que o magistrado não está adstrito ao laudo pericial, podendo formar a sua convicção com outros elementos ou fatos provados nos autos74, bem como determinar, de ofício ou a requerimento da parte, a realização de nova perícia, quando a matéria não lhe parecer suficientemente esclarecida75.


    Neste ponto, surgem regras da não vinculação do magistrado aos termos e conclusões do laudo – inobstante reconhecidamente de ordem técnica –, e ainda a questão do contralaudo, a contestar, e talvez desmontar, todo um anterior trabalho científico, dilemas forenses corriqueiros que serão tratados até o final deste capítulo.


    Continuando em revista pelo Código de Processo Civil em vigor desde 1973, de aplicação subsidiária aos processos penais, como já se disse, tem-se o perito judicial como auxiliar do juízo76, razão pela qual também incorre nas causas de impedimento e de suspeição previstas nos arts. 134 e 13577, sendo muito comum nos respectivos autos a interposição de tais exceções por qualquer uma das partes interessadas, questionando tanto a incapacidade técnica do perito quanto a sua parcialidade para a causa.


    Limitando-nos por ora àqueles dispositivos da Lei Adjetiva Civil, registramos que, ao longo da mesma legislação, emerge farta disciplina sobre a forma, prazos e modos de realização da pericial judicial dentro dos processos cíveis78, e que certamente restarão pinçados mais à frente, quando voltarmos a problematizar os laudos antropológicos em sede criminal.


    Relativamente ao processo penal – sede do nosso foco de análise neste trabalho de pesquisa e também promulgado muito antes do Texto Constitucional de 1988 –, informamos que a regulamentação da perícia se encontra disposta dentro do título VII, das provas em geral, mais precisamente do art. 158 ao 184, todos do Decreto-lei nº 3.689, de 03 de outubro de 1941, e de acordo com as suas atualizações supervenientes.


    Nessa esfera processual, e naquilo que interessa ao nosso estudo, compete destacar que a perícia necessariamente deverá ser realizada por perito oficial, portador de diploma de curso superior79, que elaborará o laudo pericial, onde se descreverá minuciosamente o que examinar, e responderá aos quesitos formulados pelas partes no processo criminal80.


    Na hipótese de inobservância das formalidades, ou no caso de omissões, obscuridades ou contradições, a autoridade judiciária mandará suprir a formalidade por intermédio de um laudo complementar, podendo ainda determinar uma nova perícia antropológica, a realizar-se por outro perito, se julgar conveniente81. Ocorre que, em todos os casos, o juiz não ficará adstrito ao laudo pericial, podendo aceitá-lo ou rejeitá-lo, no todo ou em parte82.


    Por reforço a essa regra da não vinculação aos termos da perícia, determina o art. 184 do Código de Processo Penal a completa prescindibilidade do laudo requerido pelas partes, quando o magistrado julgar que não seja necessário ao esclarecimento da verdade.


    De todo o exposto, e para efeitos de direito, a perícia antropológica – materializada dentro dos processos criminais na forma de laudos – se conserva como importante instrumento probatório e de cunho técnico, não vinculante das decisões judiciais e, como meio de prova que legalmente é, se torna passível de contraditório, impugnação e questionamentos, voltando novamente para as mãos do juiz a tarefa de incidentalmente lhe reconhecer validade e prestabilidade para os fins processuais a que se destina, ou mesmo negar-lhe utilidade quando indefere eventual pedido da sua feitura por qualquer uma das partes.


    Para o campo da antropologia, perícia e laudo antropológico vão muito além da finalidade jurídica, enveredando para os lados da ética profissional e repercussão direta no meio social que procura representar, como veremos a seguir.


    Perícias e laudos na perspectiva emancipatória dos antropólogos


    Certa vez escreveu Geertz (2009) que dada a semelhança entre suas visões do mundo, e até na maneira como focalizam os objetos de seus estudos, pareceria que advogados e antropólogos foram feitos um para o outro, e que o intercâmbio de ideias e de argumentos entre eles deveria fluir com enorme facilidade.


    Desconfiado, Oliveira (1998) reflete melhor sobre as armadilhas que podem ser colocadas pela colaboração entre antropólogos e advogados, pois nem sempre esse encontro, envolvendo três elementos – a pesquisa antropológica, a ação judicial e as demandas particularmente indígenas –, resultará nas mais felizes soluções para todos os três, cada um dos quais movido por interesses e doutrinas distintas. Tratando-se de disciplinas como o direito e a antropologia, com método e corpos doutrinários bem delineados, cristalizados em códigos escritos e saberes específicos, deve-se duvidar de que a simples vontade de atores individuais possa fazer tabula rasa das disposições e tradições anteriormente vigentes.


    Essa aproximação do fazer antropológico e adjudicatório, precisamente como “artesanatos locais”, data vênia (como dizem os advogados!!!), dificilmente encontraria maior respaldo nos contextos de atuação dentro dos processos judiciais, como problematizaremos a seguir. Ao final do ano de 1991, a Associação Brasileira de Antropologia organizou, na cidade de São Paulo, um seminário específico para discutir “Perícia Antropológica em Processos Judiciais”, evento que contou com a presença de antropólogos, advogados e membros do Ministério Público.


    Naquele evento, ficaram registradas as palavras do jurista Santos (1994), dirigidas aos antropólogos na forma de recomendação, quase os ensinando de como “fazer” laudos em juízo e assim preencher os requisitos da “imparcialidade” e da “objetividade”. Dizia ele que, por ser um relevante instrumento de prova técnica dentro dos processos, na inteligência dos textos legais espicaçados anteriormente, é que se recomendava que os laudos antropológicos não devessem indicar como fato constatado ao juiz o que ainda é uma suposição ou hipótese; nem afirmar como evento real o que não pode passar de mera representação mítica do grupo indígena; nem que seu engajamento o libere dos deveres da probidade e lhe franqueie a produção de um laudo ou parecer tendencioso, descompromissado com as regras do conhecimento, falseando as conclusões para favorecer propositadamente uma das partes (Santos, 1994).


    Somente com base nessa recomendação revelada, fulcrada na legislação vigente e representativa do entendimento de grande parte dos juristas brasileiros, já dá para perceber que há uma inegável tensão entre a visão dos operadores do direito e os profissionais da antropologia acerca do significado de fatos e valores, ponto que permeia, de maneira mais geral, toda a discussão sobre o conteúdo dos laudos antropológicos e a sua utilidade para ambos os campos de estudo.


    Por expresso registro numa das considerações estampadas na Carta de Ponta das Canas, particularmente no item 4, que trata do controle sobre a qualidade dos laudos realizados, se reconheceu que um dos maiores problemas no relacionamento dos antropólogos com as demandas no campo jurídico e administrativo está na alteridade entre tais campos conceituais, profissionais e ideológicos. Esta alteridade apresenta-se frequentemente por meio da dualidade entre produzir julgamento ou produzir inteligibilidade; produzir “verdades” ou produzir interpretações; operar uma hermenêutica do código legal para aplicação objetiva de um ordenamento jurídico nacional ou realizar descrições densas da realidade local, que dificilmente podem fugir de suas aplicações contextuais.


    Exemplo claro dessa discordância na construção da perícia antropológica é o oferecimento do quesito, muito comum nos trabalhos sobre reconhecimento de território tradicional, que pede a comprovação da “ascendência” indígena dos remanescentes e a sua imemorialidade da posse da terra, o que para os antropólogos se apontaria para um conteúdo racista, que considera a cultura como algo “puro”, e não a sua dinâmica de contato com seus métodos impositivos de “integração”, enquanto ambos remeteriam para uma resposta – não de cunho antropológico, mas de base histórica – que leva em consideração apenas o domínio marcado pelo caráter ideológico da história oficial e desprezo às fontes orais, tornando assim problemáticos os termos destas formulações em sede de levantamento antropológico (Paraíso, 1994).


    Com a resposta àquele quesito, espera o profissional do direito que se revele a “verdade” sobre os fatos demandados, “verdade” essa que deve ser “provada” e materializada por meio de elementos concretos carreados para o âmbito do processo, tudo perfeitamente enquadrado e de forma plena dentro do ideal moderno de ciência positiva.


    Mas a antropologia opera num outro parâmetro contextual, porque a sua natureza é ambígua, ou seja, é uma ciência que lida com o outro, que está fundada no contato com a alteridade e que tem no relativismo cognitivo a sua matriz metodológica. Assim, dificilmente se constituirá de modo completo dentro da fórmula iluminista de busca de uma “verdade una”, porquanto a leitura da “prova” para determinado segmento profissional pode se caracterizar como algo completamente inverso no olhar do antropólogo (Hertzog, 2007).


    Nesse aspecto, Almeida (2008) chama nossa atenção para o fato de que os laudos antropológicos em muitos casos precisam “transcender as evidências” e, quando isso ocorre, acabam contestados por profissionais de outros domínios do conhecimento, numa empreitada que ele entende “contra positivistas e contra o empirismo vulgar”. Ilustra, por exemplo, situações como as de Alcântara ou de Porto Coriz, onde, a pretexto de se identificar comunidades remanescentes de quilombolas na região, só encontraram ruínas de casa-grande e engenho. Para o trabalho etnográfico em que o dado é construído, tratou-se de inverter e relativizar a evidência, e a ruína da casa-grande tornou-se indicativa das comunidades quilombolas em virtude do sistema de representação e do uso que dela fazem os agentes sociais observados.


    Por contrariar os positivistas, aquele laudo inverteu a “prova” do que jamais foi ou pretendia ser, reconhecendo por “verdade” exatamente o seu contrário. Para os arqueólogos – como sucedeu em Porto Coriz –, as ruínas, enquanto vestígios arqueológicos, limitavam-se ao reconhecimento da evidência, tratando-se simplesmente de uma “casa grande” (sede de fazenda), como se o dado estivesse pronto e tudo se resumisse em coletá-lo. Por uma arqueologia de superfície, apressaram-se logo em emitir o veredicto. Em Alcântara, a evidência não estaria nas ruínas, mas na relação que os quilombolas mantêm sobre elas. Uma vez que os senhores de escravos abandonaram as fazendas, são eles que zelam pelas ruínas, como se fossem recursos da natureza, aí colocando seus plantios de mandioca e pomares (Almeida, 2008).


    Não raras vezes, os juízes ficam muito impressionados pelo arrazoado de documentos compilados por um historiador profissional – como aconteceu no caso dos Mashpee, relatado por James Clifford – a se basear exclusivamente em relatos nativos para decidirem a causa. Naquela ação, pretendiam “provar” os fazendeiros que os Mashpee abriram mão de suas terras em tratados e transações comerciais com os brancos, em contraponto às “alegações genéricas” sobre expropriação fundiária e destruição cultural brandida e registrada em laudo antropológico. A pluralidade de fontes e massa documental reunida permitiu ao perito da parte oposta aos Mashpee um exercício muito mais rigoroso e persuasivo de suas habilidades, fazendo com que o seu relato histórico parecesse aos membros do júri muito mais correto e profissional do que as intervenções dos peritos da defesa (Oliveira, 1998).


    Transportando a hipótese para a realidade brasileira, aqui também o olhar dos advogados seria de estranhamento face à postura antropológica manifestada no laudo de contrariar as evidências aparentemente mais flagrantes. E os juízes também ficariam tentados a acompanhá-los, já que todos esposam a legislação colonial, os títulos de terra, as plantas de sesmarias, os documentos de cartório, os relatos de fuga feitos por militares e capitães-do-mato e tudo o mais que constituir evidência.


    É por isso que nos laudos antropológicos devem restar abordadas as enormes e ingênuas expectativas quanto ao caráter probatório de determinada situação envolvendo principalmente povos indígenas, mostrando-se que a documentação compulsada pelo pesquisador para reconstruir, por exemplo, o “território tradicional” é frequentemente incompleta, inconsistente e carregada de preconceitos contra os indígenas. Muitas vezes a investigação esbarra na ausência de dados ou até mesmo na destruição de fontes importantes, seja por descaso na sua conservação, seja por intenção de omiti-las ou censurá-las em razão dos interesses da sociedade envolvente. Os interesses e concepções que afluem nos documentos expressam sempre as perspectivas dos colonizados (Oliveira, 1998).


    Para Almeida (2008), o desafio na consecução dos laudos seria demonstrar aos demais profissionais que labutam no processo – mediante referencial teórico e metodologia própria da antropologia – que o dado a interessar a esse tipo de processo é “construído”, e “não é espontâneo”, como o seria nas perícias dos demais assistentes técnicos. O trabalho de perícia antropológica tem de ser arrancado dos quadros da naturalização do conhecimento, e isto pode levar a uma relação tensa com os operadores do direito.


    Sem descurar dessa tensão, nem se intimidar com ela, O´Dwyer (2008) explica que o laudo deve ser claro ao expor que a investigação antropológica exige um “exercício de estranhamento”, no qual rompe duplamente com a definição arqueológica de “vestígios” e da “evidência” como técnica jurídica, na medida em que ambas tentam oferecer uma prova ou contraprova por meio de circunstâncias externas que se mostram acumuladas e relacionadas de acordo com o ponto de vista do observador.


    No fazer antropológico, deve-se estudar uma sociedade em seu contexto, a partir das categorias e valores próprios dos grupos. A prova em antropologia sobre a diversidade, por exemplo, nos modos de existência coletiva, é a evidência etnográfica construída a partir das categorias “êmicas” do grupo e de seus valores internos, o que implica em estudar a sociedade indígena em seus próprios termos, segundo a lógica e coerência com que aí se apresentam (O´Dwyer, 2008).


    Como se disse, tudo isso – quando espalhado em contraponto e para mediar interesses – gera efetivamente tensão entre as partes envolvidas, a qual não compete ao antropólogo acomodar ou mesmo eliminar. Bem lembrado por Carreira (2008), é tarefa jurídica essa possível “solução” para o caso, a subsumir um fato da realidade social à letra da lei. Essa exegese pertence ao direito, e não ao âmbito da antropologia, via esforços de conciliação registrados em laudo antropológico.


    Também por recomendação expressa num dos considerandos do item 4 da Carta de Ponta das Canas, não há por que buscar eliminar essa tensão, já que a alternativa a ela seria uma simples adequação – leia-se subordinação – de um saber ao outro, que eliminaria a possibilidade de o ordenamento jurídico nacional e os aparelhos estatais serem transformados pelo confronto com os diferentes ordenamentos jurídicos sociais e políticos subordinados, com a diversidade de concepções que devem dar origem a uma mais larga diversidade de direitos.


    Noutro considerando daquela missiva, resta evidente que o trabalho do antropólogo não é como o de um detetive ou de um juiz, nem pretende desvelar uma verdade ou produzir um juízo ponderado em torno de diferentes posições; mas sim o de traduzir uma realidade não imediatamente compreensível, particularmente pela cultura política.


    Não faz sentido para Carreira (2008) o antropólogo inibir sua pesquisa e conter os seus dados com medo de o juiz ou ministro não aceitar o modo de ser de seus informantes no que se refere à construção da base espacial. Evidentemente, ao apresentar o seu laudo, o antropólogo deve elaborar uma argumentação de convencimento e munir-se de todos os meios ao seu alcance, inclusive de dados não etnográficos, quando pertinentes. Mas, na qualidade de autoridade científica, não lhe é permitido extrapolar os marcos de sua disciplina no laudo pericial.


    Pode ser muito cômodo à autoridade pública que o antropólogo adiante-se e emita um juízo que caberia a ele emitir. Se houver qualquer problema decorrente, a culpa será sempre do antropólogo. Afinal, foi ele quem disse. Foi ele quem decidiu. Para os antropólogos, isso não é nada interessante e ainda põe em risco a eficácia do respectivo laudo (Carreira, 2008).


    Convém reter, no entanto, que o antropólogo – por intermédio das perícias e consequentes laudos – não pode se furtar de servir como instrumento de diálogo entre grupos com visões de mundo, objetivos e estratégias divergentes, ainda que venha a tomar partido ao lado das sociedades que pesquisa, pois um posicionamento favorável é necessário para manter acesso ao campo de estudos (Hertzog, 2007).


    Mas essa atuação deve se restringir àquela dimensão ventilada por outra jurista – agora Pereira (2002), membro do Ministério Público Federal – e mais afinada com os novos ares constitucionais de que é a “mediação antropológica que torna o outro inteligível”, auxiliando o Estado no mister de se “abrir para o outro”, experimentado-o como tal, de modo a fazer valer sua pretensão, afastando-se de uma atitude monológica e assim recuperando toda uma retórica constitucional; enfim, dando efetividade ao direito de ser diferente.


    Deliberadamente iniciamos este arrazoado – que se propôs a investigar o pensamento dos antropólogos acerca do seu trabalho em juízo – com um posicionamento provocador, conservador e representativo da maior parte da classe dos juristas para, ao final, findar a exposição com uma visão emancipatória e mais afinada com a nova ordem constitucional. À evidência que se pretende com este fechamento é deixar registrado que um movimento, ainda minoritário, ganha corpo na esfera jurídica e dentro do qual nos inserimos, razão pela qual iremos mais adiante oferecer alternativas para alguns dos desacertos acima reclamados.


    Questionamentos atuais e recorrentes


    Os argumentos e fatos até aqui articulados deixam transparecer que, evidentemente, tanto as perícias como os seus laudos antropológicos são modos diferenciados na produção de conhecimento dentro dos processos judiciais, em que pese a regulamentação legal da matéria não fazer tal distinção, restando estendida abstratamente e vinculando todos os trabalhos técnicos pertinentes para o direito, assim como qualquer expert que preste auxílio ao magistrado no desvendamento da “verdade” perseguida dentro dos processos.


    Nestas circunstâncias, não deixaremos de traçar breves considerações a respeito dos principais questionamentos que surgem no cotidiano forense, a maior parte deles de ordem prática, mas também alguns discutidos no decorrer da oficina realizada em Brasília nos dias 23 e 24 de novembro de 2009, promovida pela Escola Superior do Ministério Público da União, sob o título “O Discurso Antropológico na Afirmação dos Direitos Socioambientais”83.


    Por estarem a desafiar uma interlocução necessária entre direito e antropologia, segundo entendimento por nós defendido desde os prolegômenos deste trabalho, é que envidaremos todos os nossos esforços de inteligência para demonstrar que, mesmo sobre os pontos mais críticos, é possível sim conciliar essas duas importantes áreas do conhecimento.


    Cada item que escorre logo abaixo diz respeito a um desses principais questionamentos, tudo no sentido de se propor a construção daquilo que convencionamos chamar, na fímbria do texto, de “laudos emancipatórios”.


    Privatividade


    Muito comum se levantar, no calor das discussões processuais, que o laudo sobre determinado povo, ou ainda ocupação tradicional de determinado território, não pode ficar exclusivamente nas mãos dos antropólogos, como se fosse deles o privilégio daquele conhecimento específico, prescindido-se de olhares dos historiadores, geógrafos, sociólogos e demais categorias profissionais que também acabam pesquisando com modo próprio o mesmo objeto de estudo.


    Em razão desse questionamento é que, nos foros da Justiça Federal de Primeira Instância do Estado de Roraima, deferiu-se composição de uma equipe multidisciplinar para fins de rever o laudo originário de demarcação da Terra Indígena Raposa Serra do Sol, comissão essa formada por economista, geógrafo, historiador e apenas um antropólogo, obviamente vencido no seu posicionamento por ocasião da finalização daquele trabalho conjunto de peritagem a recomendar demarcação em ilhas (Silveira, 2010).


    Insta dizer que os resultados daquela comissão não foram sequer considerados pelo Supremo Tribunal Federal por ocasião do julgamento da Petição n. 3388, terminado em 18 de março de 2009, quando conheceu do caso e declarou válido o laudo originalmente firmado por antropólogos que, ao final, conseguiram delimitar em área contínua a terra pretendida pelas etnias Macuxi, Wapichana, Ingaricó, Taurepang e Patamona (Silveira, 2010).


    Aquela Suprema Corte não entrou no mérito para discutir se a perícia sobre identificação de terra indígena seria ou não privativa de antropólogo, mas, por via de consequência, não considerou relevante nem apta a nulificar aquele primeiro trabalho de peritagem o argumento da ilegalidade do “monopólio” profissional, o que implica dizer que reconheceu o trabalho firmado exclusivamente por antropólogo como o único apto ao esclarecimento dos fatos controversos em juízo.


    E não poderia ser diferente o posicionamento da nossa Corte Suprema, na medida em que esse tipo de intervenção, com método e técnica apropriados para a questão, de articulação e envolvimento do mundo intelectual com os movimentos sociais e a mobilização de grupos étnicos, os quais reivindicam o direito à diferença cultural, à reprodução de suas práticas econômicas e sociais, bem como o respeito pelos seus saberes tradicionais, é tarefa afeita ao campo de estudo da antropologia (O´Dwyer, 2010).


    Ao antropólogo, e somente a ele, cabe a investigação especializada sobre a especificidade do comportamento, da organização social, dos valores, sentimentos e crenças das sociedades humanas; seu estilo de vida e cosmovisão, uma espécie de senha de acesso a outras realidades, tudo ancorado em metodologia própria e que efetivamente a distingue das outras ciências sociais (Carreira, 2008).


    A bem do resguardo, pode ocorrer caso em que – dentro do seu campo de especialidade – o antropólogo, na boa construção do seu laudo, deverá necessariamente contar com o auxílio de experts de outras áreas do conhecimento, mas sempre tendo aqueles elementos como subsidiários ao seu trabalho de conclusão, firmado e ao final rubricado sob a sua inteira responsabilidade.


    Como veremos a seguir, o tecnicismo da prova exigida em juízo e o seu caráter científico de confiabilidade não permitem negligenciar esse aspecto, sob pena inclusive de tornar imprestável o laudo antropológico – ainda que apoiado em outros elementos técnicos de verificação – para escopo da segurança a que se destina, com inegável prejuízo ao julgamento da causa.


    Natureza


    Em face dos arrazoados registrados anteriormente, e por amor à brevidade, não se discute mais neste trabalho a natureza jurídica de prova sobejamente emprestada pela nossa legislação processual aos laudos antropológicos. No campo do direito, tais documentos acham-se perfeitamente disciplinados dentro de uma lógica positivista e com destinação inegavelmente configurada.


    Agora, no âmbito da antropologia, suspeitamos que vige certo questionamento sobre a natureza, o papel e a inserção do trabalho antropológico nesses contextos processuais, mormente quando estão em disputa direitos de minorias étnicas. Na prática, não há qualquer balizamento nesse sentido, e cada um se insere e atua de maneira desordenada, o que tem causado inúmeros ruídos não apenas na comunicação entre o direito e a antropologia, como entre os próprios antropólogos, que, movidos por diferentes concepções do que seja a sua inserção neste cenário institucional, acabam produzindo os mais variados tipos de documentos e performances processuais (Carreira, 2010).


    Por experiência, Oliveira (1998) percebeu que juízes, procuradores e advogados, no mais das vezes, aguardam dos antropólogos “respostas precisas” para questões extremamente complexas, tanto que qualificam como “perícia” as investigações que os antropólogos preferem chamar de “pesquisa”. A comparação, algumas vezes lembrada, com a chamada “perícia de paternidade”, feita mediante exame de DNA, é totalmente deslocada e assustadora. Ao lidar com símbolos e práticas de uma sociedade, o laudo antropológico opera necessariamente numa escala de abstração muito diferente dos demais trabalhos técnicos em juízo, em que o objeto do conhecimento não é independente do sujeito cognoscente, nem peritos e juízes são totalmente estranhos ou indiferentes aos sentimentos e opiniões suscitadas pelos fatos por eles investigados.


    Em vez de “pesquisa”, outros antropólogos – e em determinadas circunstâncias – acreditam estar operando na instância de uma autêntica “etnografia”, como se isso fosse possível realizar no curto espaço de tempo conferido pelos juízes aos trabalhos de campo, como veremos logo a seguir. Preocupados com a natureza dos laudos e com o propósito de orientar os trabalhos em juízo, é que os antropólogos reunidos sob os auspícios da Associação Brasileira de Antropologia resolveram editar a Carta de Ponta das Canas (Leite, 2005).


    Mesmo não valendo como norte normativo para o universo do direito, aquele documento tem servido de diretriz prática e também ética para os construtores de laudos, a condicionar as suas ações sobre as seguintes e prévias informações: implicações jurídicas e administrativas do laudo; limites do trabalho escrito e das suas reapropriações posteriores; condições e garantias de sua publicização; produção de inteligibilidade e interpretação a respeito do objeto pesquisado, realizando descrições densas da realidade local que dificilmente podem fugir de suas implicações contextuais.


    Muito claras aquelas recomendações no sentido de instruir os profissionais nomeados aos quais as investigações antropológicas se destinam, papel perfeitamente delineado e utilidade processual bem restrita, tudo devendo ser feito por meio de diálogo direto com o agente solicitante.


    Não se trata de pesquisa acadêmica como alguns podem entender e muito menos trabalho etnográfico de campo. O que se deseja mesmo – segundo termos da própria Carta de Ponta das Canas – é a produção de um saber antropológico que se define pelo diálogo, pela tradução e explicitação de categorias e discursividades nativas, sendo capaz de relacionar as categorias étnicas juridicamente formalizadas com as categorias e circuitos de relações próprios aos grupos sociais e aos contextos culturais investigados.


    Nas palavras de Oliveira (1998), os laudos antropológicos constituem um gênero narrativo bem diverso das teses, monografias, ensaios, comunicações, por serem dirigidos para um público e finalidades distintas, por terem canais de financiamento próprios, regras particulares de execução do inquérito, meios de avaliação distintos e, sobretudo, por visarem produzir efeitos práticos sobre os fenômenos que estudam.


    Por mais paradoxal que possa transparecer para fins de direito, o documento escrito e formal do laudo antropológico é que vale como prova, restando os esclarecimentos técnicos nele constantes como elementos informadores para um esforço de hermenêutica que será entabulado num segundo momento, distante da sua juntada nos autos e por ocasião da sua final valoração, sopesados com outros elementos do processo e para fins de decisão.


    Na cabeça do operador do direito, primeiro vem a seguinte pergunta: há prova material nos autos para sustentar com certa segurança uma decisão judicial? Atendida essa formalidade, com a existência do documento dentro dos autos, o processo continua com acusação e defesa em debate sobre conteúdo e significação daquela prova para somente mais adiante, algum tempo depois, vir o provimento jurisdicional e colocar ponto final na controvérsia dos fatos.


    Num primeiro momento, e quando se delibera pela feitura de um laudo pericial, bem explica a Carta de Ponta das Canas que se deseja um documento escrito que possa traduzir uma realidade não imediatamente compreensível, particularmente pela cultura jurídica. Concluímos nós que nenhuma das partes dentro do processo está interessada na pesquisa acadêmica e muito menos nos méritos de uma etnografia; todos estão a desejar produção de provas, formalmente materializada num documento escrito chamado de “laudo antropológico” e que restará interpretado por todos os protagonistas do mesmo processo.


    Prazo


    Tal circunstância também vem a pelo para reforçar tudo aquilo que foi dito anteriormente, pois quer nas pesquisas acadêmicas, quer nos trabalhos de campo para uma etnografia decente, prazo exíguo é algo que não se estabelece como padrão de qualidade, considerando ele o investigador para fins de financiamento da pesquisa ou mesmo nas hipóteses de prestação de contas das suas despesas com o objeto de estudo.


    Contudo, e para o direito, prazo é de inegável importância também para se por fim à demanda, pois, uma vez declarada a “prescrição” de um fato não apurado em tempo hábil e assinalado legalmente, o processo será extinto com julgamento de mérito, não podendo a causa ser novamente discutida em outro processo84.


    É como se o caso fosse resolvido por decurso de prazo, independentemente da verificação da ilicitude reprovável ou n